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			Prólogo 

			Dr. Cristián Parker G. 

			Tiempos de crisis global, conflictividad, pandemia y miradas conmovedoras que son también tiempos de crisis personal, búsqueda de nuevas armonías, resiliencia y miradas esperanzadas.

			Es la dialéctica de la historia ¿o de la gran historia?, que nos sacude en este pequeño espacio-tiempo llamado Chile. Tiempos de emergencia. Tiempos revueltos y de revueltas, tiempos reprimidos y de represiones. Tiempos de indignación por los abusos y de abusos indignos. Tiempos de contagios, físicos, virales, y de contagios de entusiasmo por una protesta contenida por años. Tiempos de desilusión, impotencia, rabia, prepotencia, pero sobre todo tiempos de incertidumbre.

			Nadie previó lo que sucedería, ni el estallido social, ni el estallido viral y sus consecuencias múltiples para la vida social y personal de miles de millones en el planeta y de escasos millones en este rincón entre cordillera y mar. ¿Cómo podría ser advertida una situación tan inédita como la que hemos vivido desde el 18/O y durante todo este año 2020? De esta islita que era un “oasis”, del que predicaban los que se creían dueños de las certezas, no ha quedado nada al paso del tsunami social, sanitario, económico. Todo ha sido revuelto, transformado y desde aquél épico salto de los torniquetes, el diario vivir se ha transformado radicalmente.

			Son tres las grandes emergencias vividas este último tiempo: la emergencia social luego del estallido del 2019; la emergencia sanitaria luego del COVID-19 y la emergencia climática declarada a fines de 2020 por la ONU, “hasta que se alcance la carbono neutralidad”.

			Es debatible cuánto la pandemia vivida en el planeta podría estar vinculada a la crisis medioambiental, pero es un hecho, como afirma Judith Butler “que estamos viviendo una pandemia mundial en condiciones de cambio climático”. Y se podría agregar, para Chile, que esta pandemia la estamos viviendo en condiciones de una gran crisis social y política nacional. Este libro trata de estas situaciones de emergencia, de cómo impactan a la vida social en sus diferentes dimensiones y cómo entregar pistas para su análisis e interpretación crítica. 

			La primera emergencia surge de la explosión social que se ha vivido en Chile, cuya chispa la generó el alza de 30 pesos en el pasaje del metro en octubre de 2019. Muchos análisis coinciden en que estamos ante una crisis de mayor profundidad, que dice relación con la crisis del orden social y la crisis del orden político imperante en el país durante las últimas tres décadas. Es una crisis multisistema como bien detalla Marco Barraza en su capítulo. Representa, en el fondo, una crisis aguda del modelo neoliberal imperante —quizás crisis terminal— asediado por una contestación y resistencia inéditas. Movimiento de protesta con sentido antioligárquico, como explicaremos a continuación. 

			La implantación del modelo neoliberal se hizo bajo el férreo control que significaba la dictadura del general Pinochet. Su prolongación inalterada se mantuvo hasta la primera transición hacia la democracia cuando las movilizaciones democráticas llevaron al triunfo del NO en el plebiscito de 1988. Dicho modelo se apoyaba, además del poder de las armas, en un proyecto económico de desarrollo y en una institucionalidad política férrea, la Constitución de 1980.

			No existe posibilidad de desarrollo de un modelo, entre muchos otros factores, sin una élite que lo diseñe, que lo implemente y que garantice su continuidad. El modelo neoliberal en su estado prístino fue producto de los así llamados “Chicago Boys”. 

			Pero cuando vino el primer gobierno democrático, con el presidente Aylwin, recordemos que la Constitución del 80 todavía regía en muchos de sus aspectos fundamentales, con Pinochet como comandante en jefe del Ejército, senadores designados, Consejo Superior de Seguridad Nacional y varias otras trabas, además de los enclaves autoritarios que permanecían intocados. 

			El modelo de desarrollo fue continuado en sus aspectos fundamentales por aquella élite tecnocrático-progresista, que en otra oportunidad llamé los “Boston Boys”, que le introdujo modificaciones que fueron de relevancia. Loa equilibrios macroeconómicos y especialmente la política fiscal se mantuvo, así como lo fundamental de las privatizaciones. Se activó una agresiva política comercial de apertura al mundo. Pero el Estado tomó ahora un rol más activo en cuanto a las políticas sociales. Lo cual fue principalmente gestionado por políticas de subsidios, sectoriales y asistenciales y en menor medida por políticas redistributivas. El resultado fue un modelo neoliberal con rostro social que mantuvo y acentuó la reinserción de la economía nacional en los procesos de globalización. 

			La transformación de la infraestructura y de la capacidad productiva, sumado a la exitosa inserción en los mercados internacionales, gracias a una política exterior centrada en el intercambio comercial, fueron factores que, unidos a los ya mencionados, impulsaron el “exitoso” desempeño de Chile en el concierto de los países de la región latinoamericana.

			Todo ello trajo como consecuencia una mejora sustancial de los indicadores económicos, así como en los indicadores sociales, que se mantuvieron incrementando durante casi dos décadas bajo los gobiernos democráticos de la Concertación. La pobreza y la pobreza extrema fueron progresivamente reducidas, y creció el acceso de la población a una mayor capacidad adquisitiva posibilitando una sociedad de consumo ampliada. Se generó así una nueva y masiva clase media transformando la estructura social del país. 

			Pero la base estructural del modelo: el estado subsidiario y el privilegio del capitalismo financiero y comercial, se mantuvo generando condiciones para que las desigualdades sociales se mantuvieran o se incrementaran. Se fue generando así bajo la dictadura y luego prologadas durante los procesos democratizadores, las condiciones de una re-oligarquización de la sociedad chilena. Si hasta 1973 la sociedad se había democratizado progresivamente, las nuevas formas de relaciones y de interacción bajo las condiciones coercitivas del régimen militar y bajo las condiciones de privilegio de ciertos grupos durante el proceso de transición, reinstalaron una sociedad de privilegios, de estatus inmerecidos, de posiciones de influencia y en definitiva de grupos sociales con poder, influencia y dinero, en el ámbito económico, institucional y político que dominó el escenario completo relegando la real participación ciudadana a un segundo plano, pero sobre todo, reinstaurando diversas formas de clasismos discriminatorios en cuanto a género, clase, grupo étnico, condición sexual y migrante. Todo ello, es cierto, como movimiento subyacente ya que en la superficie del escenario público la democratización cultural de la sociedad avanzaba con sus aperturas al liberalismo sociocultural y las reivindicaciones de igualdad de género, del derecho de los pueblos originarios, de las minorías y migrantes y de la diversidad sexual. 

			La re-oligarquización de la sociedad chilena bajo el régimen militar, y que continuó su camino durante los procesos democratizadores, no sólo intentó controlar el orden económico y político sino que buscaba también la transformación del orden cultural. Pero en la sociedad y la cultura las cosas estaban cambiando y la sociedad se estaba abriendo a nuevas corrientes de apertura hacia la igualdad y hacia la diversidad. El sistema, sin embargo, daba una dura lucha por mantener los privilegios proponiendo la circulación de una retórica aperturista, formalmente igualitaria con aparentes avances hacia políticas progresistas. En Chile los ideales de la meritocracia se han creído al pie de la letra: pero sabemos, por las críticas de variada literatura anglosajona, que la meritocracia es una falacia (Mark) cuando no una trampa (Markovits). En los hechos, los relatos meritocráticos se transforman en justificación de las desigualdades reales. Sólo una parte menor de las diferencias de ingreso y riqueza entre las personas se explican por sus propios méritos. Mucho más importantes son otros factores que no dependen de los individuos, como por ejemplo, la cuna. 

			La sociedad civil chilena se puso en marcha desde mediados de la década del 2000, liderados por el “movimiento de los pingüinos” de 2006, recalcando que el proyecto de educación con equidad era una promesa incumplida. Era el primer síntoma del resquebrajamiento del modelo neoliberal uno de cuyos puntales ha estado en el fomento a la educación privada. Luego vinieron las movilizaciones del año 2011 contra el lucro en la educación, sucedidas por muchas otras hasta las del 2017 y 2018 culminando con octubre de 2019. Pero no ha sido el único movimiento. Deben mencionarse, entre otros, el feminismo, los movimientos de los pueblos indígenas, el movimiento por la diversidad sexual, por la ecología y el medioambiente, por No+AFP, por la salud pública, movimientos territoriales, etc. (Barraza; Calquín y Henríquez; Muñoz). No ha sido un movimiento único y coordinado. No ha tenido articulación política: son movimientos en redes que tienen, como afirma Melucci, todas las características de los movimientos sociales en la era de la información. 

			El despertar de la sociedad civil frente a los abusos del modelo neoliberal chileno —otrora alabado en las esferas de poder por sus éxitos— que entró en una crisis endémica, se vio reflejado hasta ahora en mareas que van y que vienen, y que ciertamente revela un malestar ciudadano creciente que no ha sido satisfecho por las políticas gubernamentales, ni por las élites políticas de turno.

			Las “masas” ahora desprovistas del sentido colectivo de antaño, empujadas más por el resentimiento frente al abuso y la discriminación, se despertaron de su letargo. Se mezclaban desilusión, olvido, descontento, trauma, como bien analiza Jeria en su capítulo. Pero sobre todo se reivindicaba el valor de la dignidad (Barraza).

			En 18/O algo que no podría siquiera imaginarse de repente se tornó legítimo. Fue la rebelión frente a tanto abuso, tanta injusticia, tanta discriminación personal, de género, social, étnica, cultural. Desprecio y discriminación que por lo demás es característico de la dominación oligárquica que basa su superioridad no sólo en la posición, el prestigio, el poder y el dinero, sino en el refuerzo ideológico de la política del desprecio, de la subvaloración y de la discriminación del “otro”.

			Por lo mismo para los sectores oligárquicos se trataba de un despertar que venía de otro mundo: no lo podían creer. El pueblo, el “otro”, los despreciados, los descartados, se ponían de pie. ¡Inaudito! Eran los “alienígenas” de la primera dama.

			Un orden social y político se mantiene y asegura su estabilidad por la combinatoria de los factores y dispositivos coercitivos y persuasivos que pone a su disposición. Los factores de tipo ideológico que sustentaban al modelo neoliberal —incluyendo esa legitimidad recauchada de la Constitución del 80, reformada en el 2005— se fueron desgastando y sólo fue quedando el estado y su aparato represivo. 

			Al respecto recordemos lo que plantean los teóricos de las ciencias políticas cuando reiteran el análisis weberiano acerca del estado moderno y su necesaria burocratización e institucionalización. En efecto desde el año 1973 en adelante el Estado chileno pudo haberse reducido en su función económica y empresarial dando paso a la privatización y al libre mercado pero no dejó de fortalecerse en tanto aparato burocrático-coercitivo. El Estado se hacía más fuerte en lo que los Estados modernos son fuertes —incluso a pesar de la globalización y del poder creciente de las transnacionales— por la política interior, la política exterior y el control de las fuerzas armadas y policiales. Esta tendencia burocratizadora no fue redireccionada convenientemente durante los gobiernos democráticos. Chile, por su elevado gasto militar, ha llegado a ser estos años uno de los países militarmente más entrenados, preparados y con mejor capacidad tecnológica en el plano militar de la región. La fuerza policial de los Carabineros no ha quedado atrás. Aunque ha sido insuficiente (o impotente) para controlar el contrapoder del crimen y del narcotráfico y en cambio ha sido reforzada en su capacidad represiva hacia la gente que legítimamente reclama sus derechos. No extraña ver en varios capítulos esta dimensión represiva del Estado chileno hacia la población y los pueblos indígenas (Calquín y Henríquez) lo que en términos conceptuales Becerra analiza como la asimetría estructural de las policías respecto de la población. Por lo mismo aquella desmedida reacción de una fuerza de seguridad que se transforma en la mayor amenaza para la seguridad de la población. 

			Con todo, uno de los factores que terminó por deslegitimar el régimen social, y que de paso ha exacerbado los ánimos, ha sido, además del “abuso” sistemático, que la oligarquía haya amparado a la corrupción. La rebelión era entonces también contra de una oligarquía que había legitimado, o al menos encubierto, la corrupción en los negocios, en la administración pública, en el parlamento, en las fuerzas armadas, en carabineros, en gendarmería, en la justicia, e incluso en el fútbol. Una oligarquía que incluso había engrosado sus filas con hombres corruptos, que quedaban impunes o, cuando eran condenados, lo eran con penas irrisorias.

			El consumismo había legitimado la cultura del dinero: el hacerse ricos como símbolo de estatus comenzaba a legitimar el uso instrumental de cualquier medio, sin medir su consecuencia ética. Las causas en contra de funcionarios del Estado que han defraudado al fisco por montos de miles de millones se han acumulado estos últimos años. Y esas causas siguen su curso incluso en período de pandemia. Antes de navidad del 2020 se conocía la noticia de que no menos de 800 oficiales del Ejército, activos y en retiro, que están siendo formalizados por la Fiscalía por posible fraude al fisco.

			El orden social que se reinstauró —como revolución silenciosa— lo fue con esta nueva oligarquía cuyos privilegios fueron creciendo y no fueron cuestionados, se fue deteriorando no sólo por la corrupción ya mencionada. Con los años se observa el surgimiento de un nuevo sector social disruptor del orden, pero muy poderoso: los narco con su aliento de la cultura de la drogas y de la delincuencia. En efecto no puede olvidarse la zapa que significa el narco-crimen organizado que con los años ha incrementado su poder y su influencia incluso “liberando” algunos microterritorios del control del Estado. 

			El orden social se estaba pudriendo y en los medios oficiales nadie lo había querido reconocer. 

			Pero aún a pesar de las movilizaciones sociales, en Chile resulta poco aceptable hablar en la segunda década del siglo XXI de “oligarquía”. De acuerdo a nuestra historia oficial (y no tan oficial) se supone que la sociedad oligárquica chilena de fines del siglo XIX y principios del XX ya fue superada por los procesos democratizadores entre los años 1920 a 1973. Pero no estamos refiriéndonos a ese tipo de oligarquía sino a la nueva oligarquía nacida al amparo del régimen militar. 

			Roberto Michels habla de la Ley del Hierro de la oligarquía cuando, incluso en organizaciones democráticas, las élites de funcionarios y expertos conforman un grupo enclaustrado que se separa de las masas y no trabaja con estilos democráticos de conducción política y social. 

			En Chile las oligarquías de los grupos económicos se han ido entrelazando con las oligarquías de la clase política. Incluso élites democráticas se han ido distanciando de las masas, sobre todo por la dinámica de la sociedad del conocimiento dado que ahora se organizan y reconectan por las redes sociales y dispositivos de las NTCI que, entre otras cosas, no sólo “mediatiza” la política (como bien analiza Castells), tornándola más espectáculo que representación real, sino que, además, tiene la desventaja de posibilitar la conformación de canales de comunicación paralelos, que no se tocan: de esta manera la tendencia cupular de los partidos progresistas de centro y de izquierda se desligó de las bases y estas se sintieron abandonadas y defraudadas. De allí el desprestigio de la política de derecha, centro e izquierda.

			 Más allá de ese desprestigio de la política, lo cierto es que el sentir profundo de las masas, de los ciudadanos de a pie —ese sentimiento de solidaridad escondido— salió a flote y se fue reconfigurando como voluntad constituyente.

			Primero fue la consulta comunal que llevada a escala nacional impactó a la opinión pública con un altísimo porcentaje de gente que apoyaba una nueva constitución, luego fue la presión hacia el Congreso que finalizó aprobando un pacto que llevó al Plebiscito Constitucional en el cual el 78% de los ciudadanos aprobó iniciar un proceso constituyente y por medio de una Convención Constituyente (79%) excluyendo, en principio, a los dirigentes políticos históricos, aquellos que se les ve como miembros de una cúpula oligárquica.

			El sentimiento antioligárquico de las masas de ayer se reactualiza en el sentimiento antioligárquico de las nuevas “masas” del siglo XXI. En el pasado esas masas fueron conducidas por sus organizaciones y líderes sindicales o políticos —aquellas organizaciones sindicales y políticas poderosas que se desarrollaron en la época del capitalismo industrial—. En el presente las tendencia diversas, alentadas por el desprestigio de los partidos, la atomización y reducción sindical, la diversificación de frentes de lucha, la aglomeración de organizaciones muy distintas, con demandas locales, regionales, laborales, funcionales, territoriales, ambientales, de género, étnica, previsionales, educacionales, de salud, culturales, etc, no posibilita a ninguna organización ni partido arrogarse la representación y mucho menos la conducción de tales movimientos. Se tata de los colectivos que se organizan provisoriamente en asambleas y cuyos líderes con los “voceros” y ya no los presidentes electos de organizaciones estables. 

			El sentimiento antioligárquico esta transversalmente impulsado y potenciado fuertemente, además, durante este siglo, por los feminismos que denuncian a las oligarquías por su impronta patriarcal (Saballa y Urzúa). La poderosa fuerza que le ha impreso el feminismo a los nuevos movimientos sociales es un dato fundamental de la causa.

			Ahora las nuevas formas de la acción colectiva son mucho más simbólico-afectivas que racional-pragmáticas, mucho más táctico-expresivas que estratégico-conducidas. Por ello resulta ilustrativo el análisis que hacen Saballa y Urzúa del aporte del movimiento feminista chileno cuya performancia va desde lo festivo a lo disruptivo. La política del reconocimiento, categoría central en autores como Taylor y Fraser, no sólo vale como interpretación de las identidades de género, puesto que es transversal como reivindicación frente a los abusos de un sistema neoliberal que, junto con desmantelar el estado, recela de lo público y discrimina a toda diferencia, generando intolerancia hacia las minorías: indígenas, migrantes, diversos sexuales, etc. La violencia que se desató en las calles y los diversos repertorios de acción colectiva, en ocasiones, puede comprenderse confundida con la tendencia iconoclasta hacia los símbolos del poder y del gobierno confundidos con la dominación oligárquica. Aquí cabe anotar aquellas semánticas de lo micropolítico sobre las cuales reflexiona Castillo en su capítulo. 

			En realidad, las movilizaciones sociales revelaron un nuevo sentido de la acción histórica que se ha visto transformado radicalmente. Durante el siglo XX se trataba de la consecución de objetivos colectivos. Se buscaba la transformación de la historia y las utopías estaba a la orden del día. En ese contexto las élites dominaban las organizaciones por sobre las mases. Pero estábamos en una sociedad de masas. Ya con la revolución de las NTCI esa sociedad de masas desapareció y el neoliberalismo contribuyó a su desaparición acentuando el individualismo en las trayectorias hacia el estatus, el consumo y el éxito. La competitividad de la sociedad de mercado, alimentada por el exitismo, desplegaba todas las motivaciones egoístas del individualismo posesivo. Ahora los movimientos sociales llevan la marca de una época en la cual la cultura neoliberal ha triunfado, aparentemente. El principio de solidaridad propio del estado de compromiso o de bienestar que rigió en los países latinoamericano y en Chile durante casi todo el siglo XX se fue quebrando lenta e inexorablemente. La comunidad ha quedado fragmentada.

			Tienen razón los posmodernos cuando dicen que el sujeto quedo atomizado y atrapado en múltiples narrativas (Lyotard). La gran narrativa que inspiraba a los procesos históricos se quebró. Pero se equivocan los posmodernos con su narrativa acerca de la disolución del sujeto. El proceso sociocultural actual ha subjetivizado y des-institucionalizado las prácticas y la acción social, pero las discontinuidades y fragmentaciones de la vida social en la modernidad radical no han disuelto a los sujetos y su capacidad de agencia (Giddens).

			Ahora estábamos en un mar de narrativa individuales donde cada cual buscaba salvarse por sí mismo. Con todo, la historia nunca es lineal y ascendente y la dinámica social es paradojal. Las corrientes profundas del sentido social, del sentido de destino colectivo, de la vocación solidaria que late en los humanismos de los ciudadanos, no había desaparecido del todo. Las solidaridades —como argamasa de la resiliencia colectiva (González y Montealegre)— constituyen, incluso en condiciones del aislamiento pandémico, factores que resucitan a la hora de pensar lo colectivo y posibilitan capacidades de respuestas y formas de contención que permiten enfrentar las incertidumbres y reconstruir certezas (González).

			Una última consideración acerca de este resquebrajamiento del aparato coercitivo-persuasivo —a buenas cuentas de la crisis hegemónica, con palabras gramscianas— que sustentaba el modelo neoliberal. 

			El neoliberalismo del que hemos hablado se implantó en el marco de un estado coercitivo: paradojalmente se define y propone la libertad en tanto y en cuanto esta sea garantizada por un estado burocrático-coercitivo. Esto es, la libertad del negocio se garantiza limitando la libertad social de los ciudadanos: o mejor dicho la libertad para los libres (los detentores del poder y del dinero) se garantiza restringiendo la libertad para los no libres: las grandes mayorías, las clases y grupos que hacen posible que el sistema funcione. Como dice Harvey las libertades empresariales individuales se desarrollan en un marco institucional fuerte caracterizado por el derecho de propiedad, el libre mercado y el libre comercio. De allí que la discusión constitucional actual en Chile cobra tanta vigencia. La Constitución del 80 (con sus modificaciones) legitima y garantiza al modelo neoliberal: la nueva constitución debiera cambiar el marco institucional para garantizar un modelo social, humano, democrático, integral y sustentable de desarrollo.

			¿Como se ha dado el desarrollo del Estado durante estos treinta años en Chile? Básicamente por un aparato de Estado que define y gestiona las políticas públicas, conducido por una razón tecnocrática (con sentido conservador bajo Pinochet, con sentido social-progresista bajo los gobiernos de la concertación o Bachelet, nuevamente conservador bajo los gobiernos de Piñera); un estado que ha democratizado bastante la vida cívica y parcialmente el sistema político, pero que, en todo caso, no ha resuelto aquellas demandas sociales fundamentales por las cuales la gente salió a las calles, ni ha transformado las estructuras para avanzar en igualdad y en democracia social, económica e intercultural. 

			Pero las lógicas fundamentales de la acción histórico-social han entrado en un conflicto irremediable. Si para Hayek y Freidman la libertad del mercado es el leitmotiv fundamental, para las mayorías que respondieron a la Consulta Municipal de diciembre de 2019 lo fundamental está en asegurar pensiones dignas y solidarias, una eficiente salud pública y una fortalecida educación pública. Las nuevas condiciones de emergencia sanitaria, crisis económica y confinamiento, hace que estas mayorías procuren sobrevivir bajo estas duras condiciones de la biopolítica de la pandemia asegurando el sustento diario. 

			Así es, la pandemia ha sido la segunda emergencia vivida por el país en los últimos meses. 

			La pandemia fue un duro golpe para toda la población: los que habían despertado e iniciaron las protestas y reclamos por los abusos cometidos y aquellos a quienes habían sido despertados sintiéndose ahora amenazados en sus privilegios. 

			Como en todo el mundo la llegada del virus COVID-19 a Chile y Sudamérica significó, desde marzo de 2020, una serie de medidas de emergencia sanitaria y socioeconómica. El confinamiento y la cuarentena afectaron decisivamente la vida normal en los diversos ámbitos de la sociedad: la familia, el trabajo, la escuela, las instituciones públicas, las empresas e industrias, el comercio, el turismo, la recreación y los deportes. En el caso de la educación la pandemia afectó especialmente su funcionamiento. 

			Pero sabemos que la pandemia no es sólo un hecho biológico generado por un inquietante y ya predicho virus (Alzueta y Rodríguez) que afecta silenciosamente nuestro sistema inmune y se propaga invadiendo células. Es también un hecho socialmente construido. Como afirman Magaña y Loyola la pandemia es también un dispositivo ideológico y mediático. Al aparecer como incontrolable no sólo pone en jaque la salud de la población y a los sistemas sanitarios sino que justifica la biopolítica del confinamiento y el encierro y genera múltiples mecanismos de control de la vida privada, la subjetividad y el espacio social.

			Es un hecho que la pandemia fue funcional a la represión de los movimientos sociales en un primer tiempo, pero simultáneamente puso en evidencia con mayor claridad a las desigualdades. Esas mismas desigualdades que habían motivado a la protesta y a otras como la brecha digital.

			Entre las principales medidas para enfrentar el COVID-19 en todo el mundo, se privilegió congelar la economía, lo que a su vez gatilló una crisis económica de proporciones inimaginables, estancando a la economía mundial y retrasando a todas las economías nacionales. En Chile a diferencia de algunos países europeos, se ha intentado hacer frente a esta contingencia con políticas públicas inscritas en el modelo neoliberal, tales como la Ley de protección al empleo y el Ingreso Familiar de Emergencia, aunque ellas se han demostrado como absolutamente ineficientes (Alzueta y Rodríguez).

			En efecto, el COVID-19 provocó no sólo una crisis sanitaria global, sino también una profunda crisis económica y social. Se espera la mayor contracción del PIB mundial desde 1946. El desempleo se ha incrementando ya sensiblemente en todos los continentes y esto empeorará, al igual que la pobreza y la pobreza extrema. La más afectada será la región latinoamericana. Según CEPAL, esta región está siendo afectada por la peor crisis económica vivida en los últimos 120 años. La economía de la región caerá en 7,7% del PIB en 2020. La pobreza podría crecer a más de 35 millones, alcanzando superar los 200 millones y la desocupación se prevé en torno al 10,7%. Junto al incremento de la pobreza y el desempleo, la desigualdad se acrecentará, lo que alentará las tensiones sociales latentes.

			La epidemia y su secuela de muerte que reinstala una cultura del miedo, un escenario necrológico (Calquín y Henríquez), genera condiciones —fortalecidas por mediadas neoliberales y un gobierno ineficaz— para la generalización de la incertidumbre. Comienzan a circular un conjunto de lenguajes —científicos, militares, jurídicos, mediáticos, culturales— que adoptando distintos mensajes cumplen con un fin biopolítico de control social (Magaña y Loyola). Surgen las ansiedades, las hipocondrías y fobias, incluso trastornos compulsivos, y más allá, “histerias racistas” y “virus ideológicos” al decir de Zizek. Diversas formas de narrativas, fuerzas invisibles y procesos inverificables (Latour) que pretenden explicar el funcionamiento social de la pandemia y sus consecuencias.

			Para hacer frente a la pandemia la sociedad ha debido reconfigurar sus relaciones e interacciones. Dado que el virus afecta la vida de las personas en el ámbito público y privado, la cotidianeidad está desafiada en las diversas dimensiones de la vida personal y colectiva. Las políticas de emergencia sanitaria con sus prescripciones y prohibiciones han transformado la vida familiar y laboral y el sistema de comunicaciones e intercambios al privilegiar el confinamiento y la distancia social y el empleo de tecnologías virtuales para esos fines. 

			Estas nuevas formas de sociabilidad afectan los diversos ámbitos convencionales de las interacciones sociales y laborales. Sus consecuencias son variadas.

			Por una parte, desafían las formas presenciales y corporales de interactuar y nos exigen decodificar y reinterpretar las expresiones recortadas y parciales en la procura de recontextualizar esas relaciones (Merino). 

			Por otra parte, estas nuevas condiciones de existencia social perturban la cotidianeidad, incrementando el estrés, y los impactos psíquicos y fisiológicos, frente a los cuales el individuo se ve afrontado, dando origen, en muchos casos, a desorganizaciones psíquicas mayores (Loubat).

			También estas condicionantes afectan y reconfiguran el mundo del trabajo y al acelerar procesos de teletrabajo y la introducción de medios informáticos y de inteligencia artificial en la vida laboral, exigen de manera clara una adecuación a las nuevas condiciones lo que supone repensar este nuevo mundo del trabajo (Muñoz). Unas de las cuestiones interesantes a repensar es la mayor relevancia de los liderazgos y de las mentorías, sobre todo en situaciones laborales donde la política de la inclusión se hace indispensable (Rodríguez y González). 

			En el ámbito de las profesiones y los servicios las mediaciones virtuales y la mayor injerencia del ciberespacio en nuestras relaciones laborales remotas afectan de maneras insospechadas a las vidas personales. En el caso de profesiones como la psicología, la ciberpsicología y sus innovaciones tecnológicas (Cabrera y Magaña) son un buen ejemplo de cómo hay que repensar los ámbitos de desempeño laboral para hacer frente a la magnitud de efectos de la pandemia y la pospandemia.

			En fin, el impacto de la emergencia sanitaria se ha hecho muy evidente en el ámbito de la educación. Para mantener el sistema educacional en funcionamiento las autoridades e instituciones han debido recurrir a la educación a distancia, para la cual la mayoría de los establecimientos educacionales de todos los niveles incluyendo el universitario no estaban preparadas. Las exigencias de la educación online (Merino) ha supuesto un conjunto de adaptaciones a estas contingencias (Pasmanik et al.; Tolentino-Toro et al.), incluyendo un gran esfuerzo de adaptación de parte de los estudiantes y de los profesores. Resulta interesante el capítulo acerca de las experiencias de los/las profesores universitarios que se vieron tensionados/as en sus subjetividades (Henríquez) buscando responder a exigencias institucionales, familiares, profesionales y subjetivas. 

			Finalmente, la tercera emergencia —aquella que vivimos como telón de fondo— es la crisis provocada por el cambio climático. 

			La pandemia se ha dado en el marco de un deterioro creciente del medio ambiente a nivel global. Las repercusiones catastróficas experimentadas en los últimos años por el cambio climático —tormentas, inundaciones, sequías, subida del nivel del mar, deshielo de glaciares, subida de temperatura, etc.— afectan a la población y tanto más a los más vulnerables. Esas repercusiones catastróficas se suman ahora a los efectos del COVID-19 cuya superación y control, a pesar de que ya se cuenta con vacuna, no se avizora en breve tiempo. Estas catástrofes y sus tragedias, por una parte, afectan física, mental y socialmente a personas y comunidades (Loubat), y también levantan un cuestionamiento epistemológico a la razón autoafirmativa y antropocéntrica al evidenciar la precariedad de la existencia humana (Calquín y Henríquez). 

			Según estimaciones de la Organización Mundial de la Salud, en el periodo entre el año 2030 y 2050 podrían morir alrededor de 250.000 personas al año debido a las consecuencias del cambio climático. Hacia fines del año 2020 se habían producido más de 79 millones de contagios por el COVID-19 con más de 1.740.000 muertes a nivel mundial. Los riesgos e impactos de estas catástrofes en la salud mental de la población se están acelerando (Loubat) y constituyen un desafío mayor en la época que vivimos. 

			Las situaciones que generan estos acontecimientos incontrolados, de riesgo natural o antrópico, generan estrés y angustia, miedo y ansiedad, con consecuencias imprevistas en la capacidad de adaptación y reacción. Todo ello eleva los niveles de incertidumbre personal y colectiva.

			Los estudios sociales han revelado que frente a las adversidades las personas y comunidades, sobre todo aquellas que han sido más golpeadas por la vida, se levantan y luchan. A pesar de las dificultades las personas buscan y brindan apoyo en y con otros retejiendo lazos solidarios. Es la valoración de la asociatividad como reacción positiva que se expresa en la acción colectiva necesaria para reducir la incertidumbre (González y Montealegre).

			De esta manera la resiliencia (Cyrulnik) permite ir venciendo al trauma, afrontar la angustia, y reconstruirse como sujeto. El autocuidado a nivel personal, comunitario, social y planetario suponen interacciones que relacionan a las personas conformando esa resiliencia colectiva (González y Montealegre).

			En estos procesos de adaptación y reacción frente a las catástrofes, los sujetos recuperan su dignidad perdida, resisten, se recluyen y autocuidan e intentan vencer las incertidumbres anhelando días mejores en lo sanitario, lo económico y lo social. 

			La historia de las grandes catástrofes nos alecciona. En muchas ocasiones ellas han sido parte esencial en los procesos de reconfiguración de la vida social. Las grandes crisis sacuden a las sociedades y las colocan frente a preguntas fundamentales: ¿cómo sobrevivir juntos, qué nos une y qué es lo que nos separa, cuáles son nuestros intereses comunes, qué tipos de valores son los que importan y prevalecen? ¿Hay posibilidad de construir una nueva sociedad y cultura? 

			Y ciertamente en medio del duelo —por la muerte que nos invade— que estas situaciones nos exigen, se torna necesario pensar en la construcción de algo distinto, en una nueva civilización que esté en mayor armonía con la naturaleza y que genere condiciones de equidad y sana convivencia y armonía entre los propios seres humanos.

			Los trabajos de este libro permitirán comprender estas tres emergencias y varias otras cuestiones de manera más profunda y asertiva. La Escuela de Psicología a raíz de esta iniciativa tiene el mérito de proponernos un conjunto de temáticas de primer orden y por medio de su análisis agudo posibilitarnos una nueva mirada sobre esos acontecimientos. Resulta altamente ilustrativo tener un conjunto de aproximaciones que van desde la perspectiva crítica de las ciencias sociales y la psicología social hasta la psicología clínica, pasando por la psicología educacional y la psicología organizacional. Todo desde ángulos diversos, en perspectivas y niveles, pero complementarios y enriquecedores para tener un panorama más completo.

			En última instancia, se trata de cómo la academia puede contribuir al mejor entendimiento de los hechos y fenómenos, de sus complejidades y multidimensionalidad, y sobre todo, de las perspectivas de su trayectorias y profundidad, a fin de iluminar el accionar de los estudiosos y ciudadanos en esta época tan desafiante para el país.

		


		
			Introducción

			Marcos Barraza Gómez 

			El presente libro ha sido elaborado por un conjunto amplio y diverso de académicos y académicas de la Escuela de Psicología de la Universidad de Santiago de Chile, a partir de la irrupción de dos fenómenos sociales inéditos en nuestra historia reciente. Nuestros autores han buscado en cada uno de los capítulos que lo componen dar cuenta de cómo el llamado “estallido social” que surge en octubre de 2019 y el advenimiento de una de las peores crisis sanitarias a nivel mundial conocida como la pandemia del Sars-CoV-2 han impactado tanto en la salud mental de los chilenos y chilenas, así como las implicancias en los variados aspectos que connota la vida social y cotidiana de los mismos. Es dable notar que los profesionales que concursan en estas páginas hablan también desde dentro de ambos fenómenos, es decir, han vivido en carne propia los efectos que esta crisis social y de salud pública ha generado en la población, siendo ellos parte de esa población, tal como señala el título del capítulo de Karla Henríquez Ojeda. Por lo tanto, la voz que trasuntan a través de los textos acá expuestos es también una forma de testimonio de su propia experiencia. 

			El autor siempre está comprometido en su obra, ya que los aspectos vivenciales, culturales, valóricos y simbólicos de su existencia constituyen el entorno material y conceptual desde donde mira y juzga el mundo. La elección de la temática, de los autores comentados, el camino que toman para llegar a las conclusiones nunca es azaroso ni neutro en términos absolutos. Hubo un tiempo en que la labor científica descansaba la verdad de sus postulados a través de la certificación del método científico, hoy sabemos que las afirmaciones científicas, en todos los niveles, son legitimadas socialmente y por los criterios de validación que cada comunidad determina como pertinente. Las elecciones que realizamos, los valores que nos forman, las creencias que tenemos, en buenas cuentas el paradigma al que adscribimos, determina el cómo vemos y analizamos la realidad, y en base a esa construcción simbólica aportamos desde nuestras disciplinas a ampliar esa misma inasible realidad.

			Los dos fenómenos abordados desde las diversas lecturas son inéditos para esta generación, si bien en Chile a mediado del siglo pasado hubo situaciones similares o equivalentes, como lo fue la llamada “Revuelta de la chaucha” (agosto de 1949) y a la que coincidentemente le sucedió casi a la postre también una pandemia, han pasado casi setenta años desde tales hechos, con una serie de cambios culturales, económicos y tecnológicos al haber, que nos presentan este periodo como algo excepcional e incierto. Incierto porque estamos precisamente dentro de él todavía, ambas crisis están en pleno desarrollo, ni la revuelta social ha menguado el entusiasmo que la vio nacer, ni mucho menos las causas que la gatillaron; ni el virus del COVID-19 tampoco ha sido superado, generando aún miles de contagios en el mundo y nuestro país, así como lamentables muertes. Ambas crisis por lo demás llevan tanto caminos separados como también con cruces que han determinado a cada una, se imbrican, se sueltan, transitan en paralelo y luego vuelven a cruzarse, y en medio de ese caudal de acontecimientos, desde la academia y la universidad, hemos hecho una pausa para pensar y traducir al papel nuestras impresiones e indagaciones sobre la complejidad de ambos fenómenos.

			Tal como señala el título de este libro, estos dos fenómenos sociales señalados constituyen un vértice donde confluyen ambas tensiones transformadoras, las cuales tienen mucho más en común de lo que parece a primera vista, no sólo porque las dos revelan las profundas desigualdades que el modelo neoliberal ha acentuado en nuestra sociedad, sino también respecto de temas como el control social mediante la vigilancia y el confinamiento como alude el trabajo de Irene Magaña Frade y M. Soledad Loyola Fuentes, la violencia y el sentido de la muerte en cada uno de estos acontecimientos, la globalidad de los conflictos, los efectos en el mundo del trabajo y las políticas públicas, el rol de la comunidad y la ciudadanía, entre otros, los cuales dan cuenta de que hoy los conflictos sociales están interrelacionados con múltiples aspectos de la vida, en una red de relaciones multicausales y de diverso alcance, evidenciando un sistema complejo de organización societal en el cual abordar todas sus dimensiones no resulta una tarea fácil. Ya el solo hecho de intentar acotar cada acontecimiento resulta un ejercicio difícil de lograr en el contexto actual. 

			Por un lado, el levantamiento social de octubre de 2019, que ha sido calificado como un “estallido” o como una “revuelta”, debe ser analizado en los múltiples factores que lo gatillan, en tal sentido, hablar de estallido deja la impresión de que los sucesos que surgen a partir de 18 de octubre de 2019 no tenían antecedentes, que al presentarse como algo inesperado, el “no lo vimos venir”, algo que aparentemente no se sabe muy qué es, estalló. Ciertamente la idea de estallido da cuenta más bien de la sorpresa de las élites respecto al malestar y frustración social cronificada que del hecho en sí mismo. La idea de revuelta, por otro lado, que como expresa la RAE es un alboroto o alteración, un cambio de dirección, en el sentido de volver sobre sí, tampoco da con la complejidad de lo sucedido, ya que lo acota más bien al ámbito del efecto más que la causa, sin darle además mayor dirección que la de volver a un estado anterior. Estallido y revuelta, ambos movimientos de protesta, son producto de desequilibrios sociales en el proceso de modernización y de una estructural crisis de significados y legitimidad del sistema político y económico, pero resultan estrechos como conceptos si observamos que la llegada al punto de ebullición viene precedida de una tensión social entre la sociedad y las élites desde hace largo rato, donde estas últimas han tenido varias concesiones de parte de la ciudadanía como oportunidad para enmendar rumbos respecto del cúmulo de problemas que el sistema político y el modelo económico venía generando en la sociedad. Si observamos el tránsito de las movilizaciones desde que surgen el 18 de octubre, caracterizadas por su diversidad de demandas, de estratos, de consignas, de emociones y de actores, y nos detenemos en los hitos como es el copamiento de Plaza Italia que a la postre es rebautizada como Plaza Dignidad, los hechos de violencia social y policial que acompañan el proceso, la marcha del millón y medio de ciudadanas y ciudadanos a nivel nacional, el llamado a paro nacional el 12 de noviembre de 2019 por la Mesa Social desde la sede de la CUT, el apurado acuerdo del 15 de noviembre que zanja un camino para plebiscitar la redacción de una nueva Constitución, la demanda ciudadana por Asamblea Constituyente, el esperado “estallido 2.0” de marzo, la gigantesca marcha del Día de la Mujer, hasta la llegada del COVID-19 y el inicio del confinamiento, y finalmente los resultados del reciente plebiscito del 25 de octubre, en donde la opción del Apruebo alcanzó la inédita cifra de un 78% de adhesión y la Convención Constitucional un 79%, tenemos entonces un proceso de irrupción de descontento social que encontró en la estructura jurídico-normativa de la Constitución del 1980 las causas y origen de su malestar, y al mismo tiempo un objetivo político transversal. La Constitución está íntimamente ligada al modelo económico neoliberal y a la élite que ha sostenido a ambos. Por lo tanto, no podemos ver el proceso que surge el 18 de octubre como el inicio de algo, sino como la continuidad de algo, es decir, como el efecto de una relación tensionada de una data mucho mayor, que podemos empezar a situar desde el plebiscito de 1988 y en el modelo de transición política, como el inicio de una promesa que nunca encontró satisfacción en los periodos de los gobiernos democráticos, o posdictatorial como señala Claudia Jeria Valenzuela en su capítulo, y de la transición pactada, tensión que fue dando señales tanto a través de los conflictos estudiantiles del 1997, del 2006 y del 2011, del conflicto previsional bajo la consigna de No+AFP, de las marchas por los derechos reproductivos y contra la violencia de género, de las movilizaciones territoriales en las llamadas zonas de sacrificio, de las luchas sindicales contra la precarización del empleo, así como el prolongado conflicto del Estado con el pueblo mapuche, entre otros. Contribuyendo paulatinamente al inicio de un cambio cultural, a una ruptura con una subjetividad ajustada a los valores de la ética neoliberal. Rompiendo de esta manera con el fundamento de una “cuestión social” privatizada. 

			Hechos que nos permiten explicar cómo se fue gestando tal malestar, cómo además en cada periodo la élite pudo refrenar las movilizaciones a partir de la reedición de promesas tras cada cambio de mando presidencial, las cuales nunca fueron cumplidas, y que en la práctica no podían serlo, en tanto el origen de la desigualdad social descansa en un modelo de institucionalidad que no ha visto alterada su condición producto del marco normativo que lo asegura y consolida. La mayor claridad que tenemos para hacer estos juicios es precisamente el camino que ha tomado el movimiento social depositando sus expectativas en la redacción de una nueva Constitución, pero una expectativa a diferencia del pasado que desconfía profundamente de la actual institucionalidad, que rompe con el orden constitucional vigente y se orienta a reemplazarlo, es decir, ante la gravedad de los efectos del modelo político y económico, la ciudadanía encontró la salida en una figura que es estrictamente política, la Constitución de la República. Todos los males presentados en los acontecimientos del último año han llevado a una sola dirección, esto resulta del todo inédito en nuestra historia política, lo cual debe llevarnos a entender que esto se trata de un levantamiento social, entendiendo esto como una revuelta popular que es capaz de elaborar un proceso hacia un estado diferente al contexto que la gatilló, en concordancia además con los procesos sociales similares ocurridos en las últimas décadas en Latinoamérica y que han dado paso a estados complejos de involucramiento social y de alta politización de la ciudadanía. 

			Los movimientos sociales han sido claramente los protagonistas de este periodo, tanto los históricos, como son los de pobladores y su asentamiento en el territorio, de trabajadores en su expresión de clase, y el movimiento feminista en su capacidad de cuestionar los parámetros civilizatorios contemporáneos, así también aquellos movimientos de características identitarias y contingentes como son los estudiantes, los ambientalistas, los territoriales, el de los pueblos originarios, los temáticos, etc. Cada uno de ellos, que en otras ocasiones han dado sus batallas en soledad y con pocas muestras de coordinación, confluyen en este periodo al identificar cada una de sus demandas propias ahora conjugadas colectivamente en la forma del camino trazado para elaborar una nueva Constitución, y donde el denominador común es su condición de víctimas del modelo económico, cultural y político. 

			En tiempos en que la fragilidad de la cohesión social, dada principalmente por los efectos culturales del neoliberalismo, esto es la cultura de individualismo, sumado al abandono del Estado de las necesidades básicas de la gente, la fragmentación del tejido social que fuera desmantelado en los años 90, la precariedad laboral, la debilidad de los sindicatos, entre otros, han creado una sensación de indefensión y orfandad que mantuvo a la ciudadanía permanentemente ausente de las movilizaciones sociales, cooptada por la dinámica de la representación electoral, sumado al descredito creciente de la función política, la cual cada vez más se dejaba controlar por las élites, facilitó a la ciudadanía cultivar una profunda desazón respecto a las oportunidades que el sistema les ofrecía, mientras las brechas de desigualdad se ahondaban, la movilidad social se estancaba, la delincuencia se tomaba los espacios públicos, la impunidad de los abusos de los grandes consorcios empresariales campeaba y la creciente corrupción en la política, fueron cerrando las salidas a procesos más controlados de transformación producto de la desconfianza y la apatía a la participación electoral. No se trata entonces de un estado de anomia social, sino de desesperanza acumulada. Sin embargo, el levantamiento social permitió darle un curso a ese malestar, y reintegrar la esperanza en los procesos colectivos, el resultado del plebiscito es una señal clara de tal diagnóstico y proyección. 

			Resulta importante notar que la solución al conflicto ha encontrado su cauce en el ejercicio de la acción política, lo cual no deja de llamar la atención respecto de la imagen que la función política tiene en la sociedad, relevando que el problema no es la política en sí, sino la captura de esta por parte de la élite y la exclusión de amplios sectores de la sociedad de su ejercicio. No se trata por tanto que la gente desprecie la política, dado que el levantamiento social ha devuelto a la gente la práctica efectiva de la misma, entendiendo que la política siempre ha sido el punto de tensión entre las diversas fuerzas sociales, habiéndose reducida estos últimos treinta años al espectro del parlamento, las instituciones y los partidos; la política dejó de ser tensión social para convertirse en disputas de baja intensidad de grupos de la élite. En las últimas tres décadas, las élites han reemplazado la política por la técnica y la burocracia y todos los ámbitos de la vida social se concentraron en la gestión, la evaluación y en los diseños tecnológicos. Eso es lo que cambió a partir de octubre de 2019, la política recobró su sentido original, ser objeto de la tensión social, trasladarse de las frías salas de los poderes institucionalizados a la movilización callejera, la sobremesa familiar, la organización vecinal, social, estudiantil y sindical. La gran lección es que el estallido no es producto de anomia social, sino de un intento de recuperar la acción política, su praxis para la ciudadanía, ha sido en efecto el empoderamiento ciudadano el que permitió que el 25 de octubre se convirtiera en un hito histórico de la voluntad soberana del pueblo.

			No obstante, pese al carácter optimista del proceso, y aun cuando carezca de conducción clara, el rumbo tomado tiene varios elementos que lo hacen susceptible de fragilidad, tenemos el fenómeno de la violencia, abordado en el ensayo de Diego Becerra, como fenómeno de la respuesta estatal frente a la movilización social, estableciendo una clara asimetría entre los actores en juego; por un lado, el poder del Estado expresado en la policía y el ejército, usados más allá de lo disuasivo, dejando a su paso una estela de violaciones a los derechos humanos, con muertos, heridos, mutilados, violentados y abusados, y por otro lado, la expresiones propias de la movilización callejera, que ha sido permanentemente criminalizada, infiltrada, y manipulada por los medios de comunicación para generar un sentimiento de indefensión ciudadana y legitimar las acciones de violencia policial sobre las manifestaciones. Violencia que además se expresa, como señalan Claudia Calquín y Daniel Henríquez, respecto de la significación de las muertes, ya sea en la violencia represiva ejercida contra las comunidades mapuches y la violencia sanitaria y de desprotección a causa del virus del COVID-19, evidenciando que ambas son recepcionadas y significadas de formas totalmente disímiles por parte del Estado y la sociedad.

			La pandemia por otra parte ha evidenciado no sólo las desigualdades imperantes, sino también la fragilidad de las instituciones públicas, las cuales han estado cruzadas por procesos de desmantelamiento, como lo es la salud pública, o cruzadas por actos de corrupción como lo son los graves casos develados en Carabineros y el Ejército, ambos con un rol protagónico este último año. Por un lado, el sistema de salud pública ha estado en su límite respecto del impacto del COVID-19 en la población, sus recursos no han dado abasto para la demanda de atención, debiendo articular redes de cooperación con el mundo de la salud privada. Con un precario financiamiento, los grupos profesionales y técnicos, como los TENS, han recibido sobre sus espaldas gran parte de la carga laboral del periodo, sin que existan por parte de las autoridades incentivos o reconocimientos a su función. La atención psicológica, por otra parte, como expone Margarita Loubat Oyarce en su ensayo, da cuenta de ausencias y de una débil capacidad de cobertura frente a un fenómeno complejo, de alcances insospechados a mediano y largo plazo, y peor aún en lo inmediato, dado que la situación “se configura como una catástrofe que desafía el funcionamiento adaptativo a nivel global en el sujeto, y tiene sentido entender la experiencia como una situación de salud mental en contextos de emergencia”, tema también trabajado por Johana Cabrera Medina e Irene Magaña Frade respecto al uso de la tecnología en los tratamientos y atención psicológica durante la pandemia.

			La crisis institucional de Carabineros, afectada por casos de corrupción, montajes, violencia policial, violaciones a los derechos humanos, encubrimientos y desprestigio social, en paralelo a la necesidad de contar con un sistema de protección a la ciudadanía frente a la delincuencia y el narcotráfico, ha puesto en el ojo de huracán una de las instituciones que mayor prestigio tuvo durante la década del 2000, y que hoy se encuentra sometida a diversos cuestionamientos desde múltiples ámbitos políticos, sociales y académicos respecto de necesidad urgente de trasformación. Carabineros, al igual que las otras ramas de las Fuerzas Armadas, conservaron en su seno las bases ideológicas de las doctrinas de Seguridad Nacional, que se fundan en la lógica del enemigo interno, lo que ha quedado de manifiesto en el trato contemplativo que Carabineros daba, por ejemplo, a los manifestantes del Rechazo y del paro de los camioneros, en contraste con la agresividad que ejecutaba en su actuar frente a las movilizaciones del Apruebo, relativas al levantamiento social o las relacionadas a la violencia hacia las comunidades mapuches en la Araucanía.

			El estado de cosas actual nos está interpelando permanentemente, el nivel que han adquirido los conflictos sociales, las crisis en curso, de salud pública, política, institucional y económica obliga al mundo académico a recuperar y profundizar el sentido crítico de nuestros aportes, rompiendo con los paradigmas inmovilizadores que han permeado la academia y el mundo intelectual, donde los criterios de validación resultan más importantes que la contribución al saber y la comunidad. La Universidad de Santiago proviene de una larga tradición de compromiso social, pensada siempre como la puerta de acceso al saber crítico y constructivo de los sectores populares, como una oportunidad no sólo de movilidad social sino también del ejercicio del saber en acción transformadora. La academia, como toda institución, también se ha visto afectada por el desarrollo cultural y económico de estos últimos cuarenta años, donde el saber que enseña y que se crea está mediado por concepciones también de carácter neoliberal, quizás bastante menos que otras instituciones públicas de educación, pero es imposible no estar permeados de dichos patrones como expresa Jorge Castillo Sepúlveda en su trabajo, tal como lo ha estado de la matriz patriarcal, debemos también identificar los microneoliberalismos en nuestras prácticas y adscripciones teóricas, a fin de poder no sólo dar cuenta del momento de transformación que vive nuestro país sino también poder contribuir a ese proceso. 

			Los trabajos acá presentados no sólo resultan esfuerzos de una gran calidad intelectual, sino que se enmarcan en la tradición intima de la Universidad de Santiago, la del compromiso social, ya que aquellos tópicos abordados resultan elementos fundamentales para entender el actual momento y a la vez orientan hacia dónde deben apuntar los actores que toman las decisiones, y los que pronto también las tomarán, nuestros estudiantes. De este modo, las claves para repensar el mundo laboral de Patricio Muñoz Barrios problematiza el nuevo estado del ejercicio del trabajo, en concordancia con el análisis que desarrollan María José Rodríguez Araneda y Sergio González Rodríguez respecto de la inclusión de personas en situación de discapacidad en el trabajo, así como el ejercicio de la docencia en tiempos de teletrabajo presentado tanto por Isabel Merino L. como por dos colectivos de docentes de nuestra casa de estudios integrados por Diana Pasmanik, Carolina Jorquera, Stephanie Garín Rozas y Ximena Díaz, por una parte, y Krisna Tolentino Toro, Naiomi Naipán Vásquez, Carolina Canales Araya, Paloma Ortega Baró, Christian Baez Rojas, Constanza González Yáñez, Linda Urbano Moncada y Laura Traverso Caldana, por otra, ambos trabajos de notable actualidad, o los que apuntan desde una perspectiva comparada las políticas públicas en el contexto de la pandemia, como es el trabajo de Igor Alzueta Galar y Claudio Rodríguez Díaz, y finalmente la contribución de Sergio González R. y Jorge Montealegre I. quienes problematizan los procesos de resiliencia individual, comunitaria y colectiva a causa de la pandemia, el confinamiento y los impactos adaptativos/desadaptativos y críticos que esto provoca en los sujetos y sujetas.

			Finalmente, este libro también es una forma de vincular y enmendar las debilidades de una intelectualidad universitaria obnubilada por la racionalidad técnica de la producción científica, y en tanto ejercicio continuo puede iniciar un trabajo que permite analizar las racionalidades y emocionalidades del movimiento social, de la ciudadanía y de sus organizaciones comunitarias. En definitiva, analizar las tensiones y transformaciones sociales que experimenta Chile. 

			Estamos frente a un cambio de era en donde las significaciones se sublevan, revierten, se expanden y contraen, permitiendo que la disputa política, económica y cultural en el desafío de una nueva Constitución tenga como fundamento una disputa de conciencias e ideas en el campo de la luchas sociales, que se verifica en los miles de cabildos desde el inicio del levantamiento social y en las miles de ollas comunes durante la pandemia; procesos en permanente desarrollo y evolución, que apuntan a un curso de deconstrucción neoliberal de la sociedad chilena, el cual debe ser abordado por la academia y el mundo intelectual con miras a dotarlos de contenido, reflexión y memoria, a fin que este sueño colectivo de paso a una irrupción ciudadana de nuevo tipo, capaz de hacer girar las ruedas de la historia en favor de los que desde siempre han estado excluidos o en los márgenes de los logros de la humanidad.

		


		
			I. Comprensión del contexto
 La crisis matrioska, la fractura social y el bien común. Reflexiones sobre la emergencia del concepto de la dignidad y el camino hacia una nueva Constitución

			Marcos Barraza Gómez1

			Hay décadas en las que no pasa nada, 

			y luego hay semanas en las que pasan décadas.

			Frase atribuida a Lenin


			Siempre me miro en tus ojos y si en mis ojos 

			te miras todo queda entre nosotros.

			Mario Benedetti

			La matrioska o mamuska es una figura que representa a una madre o matriarca rusa rural, de formas ovaladas y huecas, que en su interior contienen una réplica igual a la figura superior pero más reducida en tamaño, y del mismo modo, dentro de la segunda se encuentra otra más pequeña y así sucesivamente, permitiendo, por la capacidad que le confiere el tamaño de la figura principal, un número determinado y finito de réplicas, una dentro de la otra. En términos teóricos, podría ser una relación infinita de réplicas también. Lo interesante es que a primera vista siempre vemos una sola figura, y no es posible saber a ciencia cierta si estamos con el contenedor principal o una de sus réplicas, o más bien, cada réplica es a su vez un contenedor, y por lo tanto la figura principal surge cuando hemos vaciado cada una de las muñecas y las tenemos todas a la vista. El tamaño de cada una nos guiará para ordenar el lugar en el contenedor que le corresponde a cada cual.

			La sociedad chilena ha venido experimentando una serie de crisis de diverso orden y magnitud que tienen además la particularidad de haberse sucedido en un corto periodo de tiempo, puesto que desde octubre de 2019 a la fecha podemos aseverar que hemos tenido una crisis social, una crisis sanitaria, una crisis cultural, una crisis económica y una crisis política en menos de un año. Es como si debajo de cada una de las crisis se ocultara otra crisis por venir, y así sucesivamente, hemos ido pasando por distintas crisis, distintas tensiones, y tal como la matrioska, cada una de las anteriores o siguientes crisis tienen algo en común que les permite ser contenidas unas tras otras, en una figura que es preciso desentrañar y develar, a fin de que podamos encauzar una aproximación al conflicto que posibilite el poder comprender de manera más amplia para así incidir en el ciclo de las crisis que se suceden como una interminable matrioska.

			Caracterizar las crisis

			Para empezar, resulta necesario caracterizar cada una de estas crisis, y en virtud de sus particularidades ver cómo encajan con las otras crisis en curso, como la matrioska, partiendo de la idea base que estas crisis no son en ningún caso situaciones aisladas, sino que están íntimamente ligadas unas con las otras, dando cuenta más bien de una sola crisis, una crisis sistémica y de continuidad, en razón de entender a la sociedad como un complejo sistema de relaciones, intercambios, roles y funciones que permite observar el fenómeno como una unidad compleja pero distinguible, que producto de esas mismas relaciones que la constituyen ha entrado en un proceso de crisis global, y en donde cada una de ellas va no sólo gatillando a las otras, sino que las potencia, las incrementa y las profundiza. Mirar cada una de las crisis como un conflicto aislado no permite identificar las causas originales ni las soluciones posibles, tal como el detalle de un cuadro no permite apreciar la obra en su totalidad, tampoco un conflicto en un nodo de un sistema permite por sí solo entender la complejidad del problema en toda su dimensión.

			Partamos cronológicamente, identificando de manera selectiva y arbitraria un punto en el espacio-tiempo que oriente nuestro proceso de análisis. El 18 de octubre de 2019, en Plaza Italia (llamada así hasta ese entonces), en pleno centro no sólo de la Región Metropolitana sino del país en su extensión, se inicia una espontánea e intensa jornada de movilización social precedida por una semana de acciones audaces de los estudiantes secundarios en respuesta al alza del pasaje del Metro en 30 pesos (T13 | Tele 13, 2019). La movilización previa, esto es, niños y niñas escolares saltándose los torniquetes de ingreso a las estaciones del Metro de Santiago, red que interconecta un conjunto de líneas de tren subterráneo de la ciudad uniendo diversas comunas de la región, se inicia por el anuncio de un alza del costo del pasaje, aumento que no afectaba directamente a los estudiantes secundarios, pero sí a sus familias, ya que el uso del metro es un recurso vital para el traslado de importantes cantidades de personas que viven en determinados sectores de la ciudad pero que trabajan en los otros extremos de la misma, principalmente la zona central y el sector oriente de la capital, y que deben realizar el viaje al menos dos veces al día, con un pasaje que cuesta 800 pesos en la hora punta, esto es poco más de un dólar. 

			La movilización secundaria tuvo al menos dos elementos interesantes a destacar, el primero es que fue precedida por una serie de declaraciones de diversas autoridades de Gobierno que venían generando en la población altos niveles de desagrado y molestia, pues estas intervenciones exhibían un displicencia que rayaba en la insensibilidad frente a situaciones dramáticas del diario vivir de los chilenos y chilenas, quienes venían resintiendo desde hace años un profundo abandono del Estado, siendo testigos de hechos de corrupción e impunidad de una élite que cada vez se distanciaba más del Chile real, sumado a una enorme frustración respecto de la incumplida promesa del efecto chorreo de una economía administrada por tecnócratas que sólo consideraban para efectos de medición las cifras macroeconómicas, generando con ello importantes sectores marginados y excluidos de los beneficios del modelo. Este descontento con el poder, tanto económico como político, se venía acentuando hace largo rato, y que al sumarse las desafortunadas declaraciones de autoridades, tales como que en las interminables filas de espera de atención en los sistemas locales de salud, la gente valoraba las largas esperas positivamente por la dinámica de interacción social que ellas significaban, cuando esas mismas filas de espera representan una profunda humillación en la atención de un sistema de salud social desmantelado por años de gestión neoliberal, crearon un clima de encono contra la élite gobernante, que se solazaba en la autocomplacencia de un modelo exitoso muy distante de los efectos del mismo en la sociedad, que es el lugar donde vive la gente el día a día, para exaltar la imagen de Chile como un oasis en un continente convulso y empobrecido como señalara el mismo presidente Piñera días antes de las movilizaciones. 

			El segundo elemento a considerar es la excesiva represión de la que fueron víctima los estudiantes, agravada por el hecho no menor de ser principalmente niños y niñas con edades entre los trece y dieciocho años, los que fueron brutalmente reprimidos por la policía, realidad que se fue plasmando en una serie de videos que los mismos estudiantes hicieron circular en redes sociales, llegándose al extremo de movilizar grandes contingentes de Fuerzas Especiales altamente equipadas y armadas para contener una movilización que generó rápidamente las simpatías de la sociedad. En este punto, el día que seleccionamos como punto de partida, ya no fueron sólo adolescentes evadiendo el transporte público, sino que con una fuerza y masividad inusitada se suman a ellos importantes sectores de una ciudadanía descontenta, desencadenando una serie de protestas en múltiples puntos de la ciudad, sin ningún tipo de conducción ni coordinación, y sin más objetivo inmediato de liberar la rabia contenida sobre todo lo que representara una señal del abuso del sistema sobre ellos. Es así que al cabo de pocas horas, varias estaciones del metro empiezan a ser destruidas, supermercados saqueados, a lo cual se suman ataques a los bancos, las financieras y las AFP, en un proceso in crescendo que fue bautizado como un “estallido social”, y que encontró su epicentro en el corazón del Gran Santiago, la Plaza Italia, donde convergen tres de las avenidas más importantes de la ciudad, la Alameda, Providencia y Vicuña Mackenna, esta locación al poco tiempo fue rebautizada como Plaza de la Dignidad. La respuesta del Gobierno fue como ha sido tradición en nuestro país, la represión, sacando tempranamente a los militares a la calle, declarando textualmente la guerra a los movilizados, recurriendo al estado de emergencia, toques de queda, detenciones selectivas y carta blanca para que las fuerzas policiales y armadas ejercieran represión sobre la ciudadanía movilizada. No obstante, esto no significó en ningún momento la disminución de las movilizaciones, la ocupación permanente de la Plaza de la Dignidad, las multitudinarias concentraciones de más de un millón de personas en la calle unidas bajo una sola consigna, “la dignidad”, mantuvo durante más de dos meses en vilo y sin capacidad de respuesta al Gobierno.

			Un elemento resulta muy significativo a destacar, la identificación de la movilización con un concepto tan abstracto, pero tan valioso como es la dignidad, una dignidad que reclamaba ser recuperada, frente a la humillación e indefensión permanente de la que la gente era víctima, frente a la violencia sistemática de la que era sujeta, tanto a través de la desafección por parte del Estado, así como de la policía que ejerce la violencia directa sobre los cuerpos de los que se manifiestan. Este concepto de la dignidad como condición a recuperar, a relevar como móvil de la movilización social resulta del todo inédito en las movilizaciones de la historia de Chile. No ahondaremos sobre esto, pero el carácter de las movilizaciones de los postergados siempre tuvo un carácter sectorial, de mejoras específicas, de rechazo específico a algo, pero esta en cambio interpelaba desde una condición existencial; la necesidad del reconocimiento a la humanidad que hay en cada sujeto, en cada persona y que dicha humanidad había sido lenta pero sostenidamente desconocida, desplazada e invisibilizada frente a un sistema de organización social, económica y cultural que estaba orientado a otro Chile, a un Chile ficticio, un relato por y para una élite que se desconocía de este pueblo que vive en una realidad día a día oculta de las grandes cifras macroeconómicas y el éxito de los que han dirigido los rumbos de este país. 

			Tenemos entonces una crisis social que al no identificarse con ninguna causa en particular las termina convocando a todas, y el modo de construir esa identificación descansa sobre la base de un concepto universal y primario de la condición humana, la dignidad. Tal demanda de dignidad, de reconocimiento, encuentra entonces en las bases de la declaración fundante del Estado la respuesta a su exigencia; el no-reconocimiento es institucional, es la Constitución Política del Estado de Chile el origen de esa negación, es un problema estructural, transversal y político, resulta entonces necesario poner en cuestión la matriz del consenso universal que nos rige como país.

			Chile por tanto inicia el camino para definir y elaborar una nueva Constitución que instala un itinerario inmediato; del 18 de octubre al 26 de abril, en un acotado plazo de cinco meses el país pasaría de un estado de movilización radical a un referéndum que daría inicio a un proceso constituyente. Pero entonces se desata una nueva crisis, inesperada, ajena a esta generación, silenciosa y mortal, se desata a poco andar del mes de marzo la mayor crisis sanitaria en la historia de Chile, un virus denominado COVID-19 es declarado pandemia por la OMS a nivel mundial y obliga a la mayoría de los Estados a tomar drásticas medidas para su contención y no proliferación. Sin embargo, y pese a las reiteradas afirmaciones de que el Gobierno de Chile venía desde febrero preparándose para la llegada del virus, las medidas adoptadas resultaron erráticas, mal diseñadas, confusas y desinformadas, que a la larga tuvieron el efecto no deseado de prolongar y extender las medidas de confinamiento y distanciamiento social, generando en la población efectos insospechados dada la magnitud, velocidad y mortalidad del virus. El país entra en estado de cuarentena.

			La crisis sanitaria que permanece mientras se escribe este ensayo ha evidenciado las falencias del sistema de protección social y de salud del país, ha obligado a incrementar las medidas de aislamiento sobre la base de no saturar un sistema de salud pública venido a menos por años de aplicación de políticas neoliberales que han privilegiado a la salud privada, otorgándole directa e indirectamente subsidios sobre el uso de recursos cuando la red pública ha resultado insuficiente. La desmantelación sistemática de la red asistencial en salud, recortando presupuestos principalmente, ha provocado que la atención en salud en Chile sea deficiente, tardía y de baja calidad, no por la voluntad de los y las funcionarias, sino por la calidad de la infraestructura, la disponibilidad de médicos especialistas, camas, recursos médicos, equipamiento, etc. que han menguado la capacidad de respuesta del sistema público a los requerimientos de una población que crece, donde se llega a situaciones de largas esperas para atenciones vitales. La crisis además evidenció la incapacidad de las autoridades de responder oportunamente, expuso la improvisación de las medidas y de la preeminencia que el Gobierno puso respecto de lo económico por sobre la seguridad y vida de las personas, es así que las medidas no fueron implementadas en condiciones reales de posibilidad, ya que la aplicación de cuarentena total no fue acompañada de un sistema de protección al empleo y los ingresos que permitiera el confinamiento efectivo. Más de dos meses se demoró el Gobierno en presentar un proyecto de ley que entregara un ingreso básico, el cual no sólo resultaba insuficiente, sino que se acotaba a un reducido porcentaje de la población, mediante engorrosos sistemas de calificación con letra chica para obtener el beneficio (Albert, 2020; Barraza, 2020). La presión social de descontento y desesperación sobre la disyuntiva de exponerse al virus o morir de hambre llevó al Parlamento a aprobar en oposición al Gobierno una medida drástica, autorizar el 10% de retiro del fondo de pensiones que en Chile es administrado por entidades privadas que especulan en los mercados con dichos fondos para generar rentabilidad, las llamadas AFP, un sistema de ahorro individual que se ha convertido en el corazón del modelo económico neoliberal, ya que a través de los ahorros de los trabajadores y trabajadoras inyecta permanentemente recursos frescos al sistema financiero, con la promesa de incrementar los ahorros sobre la base de las utilidades que resultan de dichas inversiones. Este sistema que dista de ser un sistema de seguridad social, ya que resulta más bien ser una industria de pensiones presentada como un sistema piramidal de ahorro individual obligatorio, fue afectado directamente por la urgente necesidad de recursos para la subsistencia de una población nuevamente abandonada por el Estado.

			La crisis sanitaria dio paso según ya hemos visto a otra crisis, una crisis económica, que además tiene el agravante de no ser sólo local, sino también mundial, y que en el caso de Chile acentúa y agudiza las desigualdades sociales ya extremas. La recesión económica que se está instalando a nivel global va a tener un profundo impacto en el crecimiento y desarrollo de los países en los tiempos inmediatos, ya en Chile la tasa de desempleo superó los dos dígitos, con más de 1.7 millones de empleos perdidos durante los últimos tres meses, obligando a la población a recurrir a las ollas comunes, una suerte de comedores populares que se sustentan sobre la solidaridad de los mismos vecinos de una determinada población, los cuales han proliferado en miles en la Región Metropolitana y en el resto de las regiones del país, dando cuenta de la pobreza radical a la que ha llevado la crisis sanitaria, que según estimaciones de la Cepal (2020) podrían alcanzar el 13.7% de la población respecto al 9.8% que había el año 2019 (p. 2). 

			Para que el retiro del 10% fuera posible se debió realizar una reforma constitucional que requería al menos 3/5 de los y las parlamentarias en ejercicio, en circunstancias que la cantidad de votos implicaba la concurrencia de parlamentarios tanto de Gobierno como de oposición. El problema es que tal cambio constitucional resultaba contrario a la voluntad y principios del Gobierno, oponiéndose este de manera decidida a que tal retiro ocurriese, contra todo sentido común, ya que el proyecto gozaba con un respaldo superior al 80% de la población. Sin embargo, las advertencias y presiones del Gobierno no lograron alinear a sus propios partidarios, generando un virtual quiebre en las bases de la alianza de Gobierno, ya que fruto de la desobediencia de sus parlamentarios el proyecto fue aprobado en ambas cámaras. Este hecho evidenció el nivel de fisura que venía germinando entre los partidarios del Gobierno, quienes al poco andar de la crisis sanitaria empezaron a presionar al presidente a dar respuestas frente al problema económico que se estaba larvando, que agudizaba aún más el descontento ciudadano y amenazaba con ser el caldo de cultivo para un nuevo estallido de descontento social. La crisis política ya estaba instalada, habiendo comenzado por los alcaldes partidarios del Gobierno, quienes criticaron abiertamente las medidas, las que catalogaron de insuficientes, tardías y de baja cobertura, obligando a los municipios a echar mano a los pocos recursos que poseen para enfrentar los efectos empobrecedores de la pandemia en la población.

			Si observamos, tenemos a la vista varias crisis en curso, ya que la crisis social no ha terminado, quedó de facto pausada por la crisis sanitaria, de este modo una tras otra, una dentro de la otra, han convergido múltiples conflictos, de los cuales resulta necesario establecer un denominador común que explique cómo estas crisis no obedecen al azar en lo absoluto. No es que el descontento ciudadano surgiera por un alza del pasaje, no es que un virus de repente aparezca y nos confine a todos, no es que la pobreza la genere una pandemia ni que las alianzas políticas tengan tendencia al fraccionamiento por una votación en particular, las crisis son tales porque alteran de manera radical el conjunto de relaciones que mantienen los equilibrios de los sistemas, es decir, una crisis es un proceso de descompensación global del sistema, porque los sistemas en la medida en que son más complejos son más propensos a que sus crisis sean más intensas. Para entender la dinámica de las crisis debemos entender la sociedad como un sistema de múltiples sistemas integrados, correlacionados y funcionales, donde las relaciones e interacciones entre los diferentes sistemas determinan el conjunto total del sistema superior. En tal caso, las crisis que hemos identificado son crisis de múltiples subsistemas, los cuales están interconectados de manera sensible con otros múltiples subsistemas, gatillando en cada nivel subcrisis, o estados críticos.

			Analítica de la crisis

			Podemos entonces hablar de una crisis multisistémica y multisectorial, donde varios subconjuntos de la sociedad han entrado en dinámicas de desequilibrio radical, afectando otros subconjuntos y así sucesivamente. Una crisis es multisistémica cuando más de un sistema ha sido afectado generando una suerte de reacción en cadena, haciendo impredecible los eventos siguientes, pues a medida que más subsistemas van siendo afectados, otros subsistemas se ven comprometidos en diversos tipos de magnitud. Y una crisis es multisectorial cuando las movilizaciones se encuentran localizadas en varias esferas sociales al mismo tiempo (Dobry, 1988, p. 27). Las crisis que hemos identificado tienen un factor común, que cruza y vincula cada una de estas, si observamos la crisis social para empezar vemos en ella un origen que guarda relación con una sociedad que se ha visto empujada a la orfandad, con un Estado cada vez más ausente y reducido (Gentili, 1997, p. 108; Rodríguez, 2013, p. 13), que ha entregado al mercado las determinaciones más sensibles de la vida social. Por otro lado, tenemos la crisis constitucional (Atria, 2017), no sólo porque la Constitución haya sido hecha en dictadura, sino porque esta no reconoce ni garantiza derechos, limitando la acción del Estado en la vida social, la crisis sanitaria tiene su base también en el debilitamiento del sistema de protección social, donde no sólo el sistema de salud ha sido disminuido, sino también se carece de garantías de ingreso mínimo a la sociedad, el sistema de las AFP no garantizan pensiones dignas, el seguro de cesantía es precario y fue el primer recurso al que se recurre como forma de contrarrestar el aumento del desempleo, con un Estado limitado en la acción de protección de la ciudadanía. La crisis económica (Reyes, 2020) se origina por múltiples factores, que van desde la supremacía del mercado como ente desregulado, un sistema de impuestos por debajo de los estándares de la OCDE, una economía dependiente del factor exportador, altamente vulnerable a los vaivenes de la economía mundial, la disminución de derechos laborales, seguridad y estabilidad en el trabajo, la alta concentración de la riqueza y la profunda desigualdad en los ingresos, la precaria seguridad social, las bajas pensiones, sumado todo esto al cierre de comercios de pequeña escala, el aumento de la cesantía, el quiebre de muchas pymes, entre otros prefigura una emergente crisis de múltiples niveles de la economía, tanto en el sector productivo, como exportador y de servicios. 

			Finalmente, la crisis política tiene como telón de fondo una crisis de las élites, que en sus diversas fisuras permean el sistema político, ausente de relatos unificantes, movidos principalmente por personalismos, al abrirse la puerta de una crisis multisistémica y multisectorial tienen tendencia al fraccionamiento y a la dispersión. Se acentúa y evidencia la insensibilidad de la élite de leer e intervenir sobre las necesidades de la población. Fortalece su posición dominante y factual, y normativamente niega las expectativas sociales toda vez que la expectativa social es una ampliación constante de derechos que colisiona y lesiona los intereses de esta misma élite.

			El denominador común ha sido en estas crisis la reducción y distanciamiento del Estado, relegándolo a una función de arbitraje, disociado de un sentido de unidad nacional, la que sólo conserva en términos formales, pero que en la ausencia ha ido paulatinamente horadando las confianzas sociales. La confianza, la base de todo acuerdo social, está profundamente dañada, la ciudadanía no confía en la autodenominada clase política, no confía en las instituciones, no confía en sí misma, dividida en virtud del abandono, la violencia de la delincuencia, el endeudamiento, la falta de oportunidades, y la carencia de identidad colectiva. El deterioro de las sociedades posguerra fría mantienen este sino de desesperanza y desconfianza, donde el mercado regente e imperante, con una promesa imposible de cumplir, ha copado el conjunto total de las relaciones sociales.

			La promesa no cumplida de neoliberalismo

			El neoliberalismo no es sólo un sistema de extrema liberalización de la economía y la reducción de las competencias del Estado, se trata de un modelo productivo, de división social del trabajo, cultural, simbólico y filosófico, además. Se ha enraizado a tal punto en las conductas y conciencias de la gente que ha trastocado aquellos valores esenciales de la cultura moderna permeando las diversas expresiones de las culturas locales. 

			En términos del modelo económico, el neoliberalismo extremó la concentración del capital desplazando la matriz productiva tradicional (Fair, 2008) por una donde el flujo de capital financiero adquiere mayor relevancia por sobre el productivo, la industria se traslada a regiones periféricas, generando zonas de sacrificio que lesionan la dignidad de las comunidades, abaratando los costos al máximo, acompañada siempre de una precarización laboral constante (Recio, 2009), donde la clase trabajadora se ha desdibujado a partir de su neoproletarización (Gorz, 1982, p. 78). Por otro lado, los servicios, que han entrado a dinamizar la economía, han cobrado más fuerza que la matriz productiva misma, los asalariados del nicho de los servicios establecen una relación alienante con el producto de su trabajo mucho mayor a la del trabajador industrial, ya que trabajador industrial vive la enajenación como cosificación de su trabajo y posterior desapropiación, en cambio en los trabajadores de servicios, la cosificación ni siquiera se alcanza a consumar del todo, pero la apropiación del valor que genera el tiempo, el gasto de energía, y el conocimiento ocurre igual, dando paso más bien a una suerte de banalización de trabajo, al sin sentido y la irrelevancia, y por ello a una deshumanización mucho más alienante que la del trabajador industrial clásico.

			Así el control sobre la división del trabajo, esta vez global, es mucha más compleja, dado que los productos no se fabrican en un solo lugar, sino que sus partes provienen de diversos puntos del planeta, se agrega a ello la producción de intangibles, como es el mercado de lo digital, sumado a las tecnologías que diversifican, acotan y segregan a tal punto que la explotación tradicional se convierte en autoexplotación, ya sea como trabajo desde el hogar, como servicios de delivery, taxis, y otros que se facilitan por el uso de los dispositivos móviles. 

			Pero el neoliberalismo es también un sistema cultural y simbólico, en tanto basa su modelo en la idea de la superioridad del individuo por sobre la comunidad a través del discurso del éxito asociado a la capacidad de consumo, y a una versión hedonista de la felicidad asociada también al consumo. El consumo es el mecanismo por medio el cual el neoliberalismo ha desintegrado todos los espacios colectivos y comunitarios recluyendo al ser humano en la búsqueda interminable de satisfacción privada, particular, vivencial y egoísta como señal de estatus social. El consumo también trae aparejado un mecanismo de control financiero punitivo, que es el endeudamiento, promovido en paralelo a una permanente propaganda que incentiva dicho consumo, y las facilidades para acceder a él mediante préstamos bancarios de la más variada índole y flexibilidad de pago. A su vez la sociedad se desritualiza, pierde paulatinamente los códigos, espacios y símbolos que le otorgaban sentido, así es como los ritos, aquellas pautas conductuales y simbólicas, que en su hacer replicaban mecanismos de identidad social, cultural y colectiva, permitiendo en el reconocimiento del acto ritual, la conservación de los códigos fundantes de lo comunitario. Al desritualizarse, el acto de reconocimiento se interrumpe, se dispersa el valor de lo simbólico, resultando profanado, desconocido, y en ello, se desplaza la identificación con la comunidad, la pertenencia se disocia y el vínculo se corta, dejando a los sujetos en una orfandad simbólica y de valores, vueltos sobre sí mismos, para encontrar en la sobrevaloración del yo, el sentido extraviado.

			Es también el neoliberalismo un modelo filosófico, no producido por él mismo, pero que coincidió en su desarrollo como modelo económico con un sistema de reflexión que llevó al extremo la crítica y sospecha como actitud de ciertas corrientes filosóficas que se originan o se fundamentan sobre autores como Heidegger, Nietzsche y Freud principalmente, y que han reforzado no sólo el nihilismo imperante sino también la desconfianza paralizante de todo pensamiento transformador y crítico, auspiciando la búsqueda de la identidad como fin último del sentido de la existencia, descomponiendo no sólo las ideas de otros sistemas de pensamiento, sino el soporte mismo de las ideas en general, a través de una deconstrucción del sentido mismo, al no ser la palabra más que convergencia o red de significantes (Lacan, 2013, p. 60), vacíos, incompletos, carentes de esencia, para descubrir y denunciar que los relatos emancipatorios eran trampas autoritarias, para no sólo no ofrecer alternativa alguna, sino que en una ausencia de crítica al modelo económico, han relegado a lo humano a la condición sobrevalorada de individuo, aislado, huérfano y solitario, donde ya no es más sujeto, ni podría serlo si lo quisiera. 

			La penetración posmoderna

			La filosofía posmoderna es un sistema de pensamiento que en algunos de sus ámbitos extremó a tal punto los conceptos de poder, violencia y control, que desdibujó el sentido mismo de aquellos términos, con afirmaciones de que todo es poder, todo es violencia, todo es control, donde el “todo” nunca se explica, pero que termina deformando a su paso la idea misma de distinción del concepto que totaliza. Si todo es poder, ¿cómo identifico el poder de alguna otra relación? Por la resistencia se responde, pero la resistencia puede ser consciente o no, de este modo, los mecanismos del poder resultan indistinguibles, ergo, todas las relaciones serían relaciones de poder, en donde la idea de “todo” es absoluta, por tanto en cada relación habría un oprimido y un opresor, de ahí que resulte más llevadero el vivir con el menor compromiso relacional posible, aislados, temerosos, violentados permanentemente, obligando a la consciencia a dejar de mirar hacia afuera para enfocarse sólo en lo interno, en el sí mismo, en el ego. Si todo es violencia, si cada acción que un otro realice sobre un alguien otro se puede traducir como violencia, entendiendo que la interacción implica de facto una alteración del estado de normalidad, una perturbación, independiente que sea física, simbólica o gestual, da paso a que cada acción se pueda interpretar como amenaza a la percepción que uno tiene de sí mismo y el valor que le asigna a su identidad, llevando al extremo el concepto de violencia, y generando la percepción de permanente victimización como modo de estar en el mundo. Todas estas radicalizaciones conceptuales, que totalizan el alcance de conceptos o, por el contrario, que vacían de contenido otros, en tanto al descomponerlos o deconstruirlos, los reducen a nada. 

			Gran parte de estas teorías posmodernas, en general, han sido funcionales al neoliberalismo, más allá de lo verosímil y progresistas que puedan aparecer, fueron un eficiente mecanismo intelectual para frenar y disolver cualquier forma de pensamiento que relevara idea de emancipación social y económica. La fecundidad aparente de las teorías posmodernas radica en la construcción de comunidades de lenguaje que se autovalidan sobre la base del copamiento de los círculos académicos y desde ahí proveen producción intelectual respecto a una inmensa gama de temas posibles, sin que estos desarrollos signifiquen en su crítica un riesgo o amenaza al sistema económico de dominación y asimetría estructural en absoluto, ya que su afán es meramente corregir efectos marginales que la desigualdad del modelo genera en ámbitos éticos, culturales y simbólicos, y principalmente acotados ámbitos reducidos de la sociedad. En el fondo, las teorías posmodernas han sido una apología al individuo y al ego, la elevación de la identidad, como única garantía de existencia, como única certeza de ser. Cuando todo lo sólido se desvanece en el aire, queda el individuo, su referencia a sí mismo, desarticulada, descentrada, fragmentada, carente, etc. sea cual sea su miseria, no resulta importante, porque finalmente la interpelación y la respuesta sigue siendo individual. De ahí que todos los problemas se reduzcan a traumas, a exclusiones, a la identidad negada, discriminada, invisibilizada y anulada, de ahí que la política sea entendida mejor y de manera excluyente como biopolítica, como control sobre los cuerpos. De ahí entonces que el conflicto se traslada desde lo social y colectivo a lo individual y relacional, y ante ello sólo aparecen dos caminos de validación existencial, el hedonismo y la victimización, entregarse al placer y evitar los conflictos. 

			El neoliberalismo y el individuo

			El éxito del neoliberalismo parte de una premisa fundamental, que el individuo, al estar volcado sobre su ego, sigue necesitando del reconocimiento como tal para alcanzar su realización, y este reconocimiento se ofrece a través de la dinámica del consumo, es decir, a través de la adquisición de bienes que contienen una carga simbólica determinada, donde estos darían al individuo algún tipo de satisfacción, como lo es la satisfacción de haber alcanzado el objeto de deseo, el cual es provisto en forma física, concreta, siendo entonces aprendido, asido, y por lo tanto de alguna manera su carga simbólica es apropiada también. Con ello, el prestigio que comporta lo simbólico del objeto reportaría al individuo parte de ese prestigio, el reconocimiento vendría dado entonces por la transferencia simbólica que se obtiene al adquirir el objeto de consumo. Pero, esa transferencia es imaginaria, el objeto no reconoce, solamente produce agrado, pero no placer, mientras el agrado es pasajero, momentáneo, el placer en cambio es constitutivo de la identidad, es por ello que el placer sólo puede ser obtenido a través de “otro”, y no por un “algo otro”. Dicho en términos hegelianos, “sólo una autoconciencia es capaz de reconocer otra autoconciencia” (Hegel, 1987, p. 112) y aquí la idea de reconocimiento es fundamental, no se trata de un identificar, sino de una validación del ser del otro como un igual, re-conocerse es un volver sobre sí a través de otro para validar en ese reconocer la propia existencia y la del otro. Por eso el consumo siempre es frustrante, porque una vez alcanzado el objeto de consumo, el agrado se difumina, dando paso a un estado de vacío que solamente puede ser llenado por el deseo de un nuevo objeto, que contenga más valor que el anterior, y así sucesivamente. El consumo genera un círculo vicioso que nunca logra brindar la satisfacción plena que sólo puede entregar el reconocimiento de un otro idéntico, otra autoconciencia, un otro yo. 

			El neoliberalismo promete además la oportunidad de movilidad social, si el esfuerzo individual es consistente y perseverante entonces los ingresos aumentarán, y permitirá mejorar el estatus dentro de la pirámide social. Este otro objeto de deseo, el estatus, se construye como tal con el incentivo de la competencia, el esfuerzo por tanto es un esfuerzo competitivo, es una acción que se ejerce contra otros, que también anhelan lo mismo, y por lo tanto el deber es superar a los otros, derrotarlos, es decir de ganar, y el ganar conllevaría entonces al éxito, lo que vendría a ser la coronación de la carrera por el estatus. Pero el éxito se mide en variables que van cambiando permanentemente, por ello, el éxito es pasajero e ilusorio. La competencia como modo de producir la vida crea una base identitaria que identifica el logro como mérito individual sobre los demás, en donde los demás son obstáculo para el logro. En tal sentido, la conciencia de sí se forma sobre la idea de la superioridad del ego, y alimenta la idea de sí sobre la autorreferencia, es decir, al ser la superioridad del ego el móvil, el individuo aislado de los otros, de los obstáculos, busca en los bienes de estatus la confirmación de su éxito, que por oposición se afirma sobre los otros derrotados, pero se reafirma sobre la posesión de bienes que consolidan la sensación del éxito. El ciclo por lo tanto se reinicia, el objeto de deseo se desplaza hacia los objetos, y el reconocimiento se anula, el agrado obtenido se convierte en frustración, y se busca en algo otro la posibilidad de encontrar nuevamente el reconocimiento. 

			El neoliberalismo crea por tanto una sociedad radicalmente individualista, pues esta es funcional con la noción de consumo, y permite echar a andar la cadena de producción de mercancías, tangibles o intangibles, que logran satisfacer la demanda de valor social que estas comportarían. El individualismo requiere además teorías que eleven su condición de valor existencial, de ahí entonces que el valor de la identidad, la diferencia del resto, la autenticidad formen parte de la nuevas retóricas, de los nuevos énfasis, entonces la invisibilización resulta intolerable en la sociedad, la intolerancia es en sí misma la negación de la identidad, pero no hablamos acá de identidades colectivas, de culturas, de pertenencias ancestrales (Segato, 2008), en lo absoluto, no son esas identidades en las que el individuo se quiere reflejar, es en la autenticidad de la identidad propia donde encuentra el consuelo de su existencia, pero la identidad requiere necesariamente de otros que la reconozcan, y esos otros deben relacionarse con la identidad desde la distancia de la diferencia. 

			Identidad proviene del latín identitas, que significa lo mismo, lo idéntico entonces es lo igual a sí mismo, pero en caso del individualismo radical del neoliberalismo el sí mismo debe estar disociado de la idea de otros. Notemos que para que haya un Yo debe haber previamente un Nosotros, es decir, una comunidad, un grupo de pares que realicen el ejercicio del reconocimiento. Por medio de un Otro es que el Yo deviene como tal, en tal caso, la identidad base viene dada por el grupo de referencia que realiza el reconocimiento e integra al individuo como uno de los mismos, es decir, el sí mismo surge como reflejo de reconocer y reconocerse en los mismos idénticos al yo, o sea, otros yo. La identidad es siempre relacional, no puede ocurrir sin un entorno comunitario, una familia, por ejemplo, que no sólo realice el reconocimiento como acto indentificatorio, sino como un acto integrativo, esto es, que integra a la comunidad de sentidos, de lenguaje, de símbolos, de afectos y de rituales al individuo, y por tanto la mismidad que permite la identificación es un ejercicio de integración simbólica a una comunidad de sentidos, de valores, de reglas, de ritos y de roles. 

			El individuo por tanto construye su identidad sobre la base del reconocimiento e integración a una comunidad de sentidos, estos sentidos, no son exclusivos de su núcleo inmediato, vienen dados de un anillo exterior más grande, que es la comunidad entendida como pueblo, nación, que nunca es unívoca pero que comparte un lenguaje y una simbología común, que permite que el individuo supere la condición de tal, pues su identificación, su sí mismo, es compartida con otros sí mismos, es parte de una comunidad. La identidad le viene dada por esa comunidad que lo integra, pero al mismo tiempo lo reconoce como un sí mismo de otros sí mismos, y por lo tanto su identidad se afirma sobre el acto de reconocimiento de los otros. Así surgen y se conforman las comunidades, los pueblos, los países, y finalmente la humanidad, ya que la condición base de ese reconocimiento no es sólo la identificación con la comunidad, sino la identificación fundante de la humanidad, esto es, el individuo es por sobre todo un humano. Es la preexistencia de la humanidad como concepto universal la que le otorga este estatus de ser humano, así también como la preexistencia de su comunidad es la que le otorga el reconocimiento en particular, le otorga su nombre y en ello la individuación de su identidad.

			Pero esto es contrario al objetivo del neoliberalismo, ya que este busca que el individuo vaya cortando los lazos con la comunidad que le otorgó su identidad, el discurso neoliberal requiere que el individuo disocie su identidad de lo colectivo, el no ser como los demás, y privilegie la idea que la identidad construida por él mismo, como un acto reafirmatorio de su existencia a partir de los propios actos, de su propia simbología, y le provee de las herramientas necesarias para que esa reafirmación sea un proceso permanente de construcción, pero al prescindir de la comunidad, el acto del reconocimiento se obtiene como lo indicado anteriormente, por medio de los logros individuales y consumo, y aquí la idea de la competencia, del mérito, del éxito y finalmente en aquella carrera el individuo debería encontrar la felicidad como fin de la conquista del estatus, el premio al ganador, sin embargo esa promesa nunca es cumplida, los objetos, logros y posiciones sociales no otorgan felicidad por sí solos. 

			La felicidad como objeto final y el bien común

			El artículo 1° de la Constitución Política del Estado de Chile establece en su inciso 3ro que: “El Estado está al servicio de la persona humana y su finalidad es promover el bien común” (BCN, 2020), en el cual expresa de manera concisa que el fin último del Estado es el “bien común”. El “bien común”, como idea, tiene sus primeras aproximaciones en el desarrollo de la polis griegas, aunque el concepto adquiere su forma más actual en la escolástica medieval, de la mano de San Agustín y Santo Tomás, quienes recogen gran parte de sus reflexiones desde la obra de Platón y Aristóteles. 

			Originalmente Aristóteles desarrolló en La Política, las bases del modo de ser de la polis, en ellas establece que el fin último de la ciudad es la “buena vida”, la eudaimonia, y entiende a la ciudad no como el agregado de ciudadanos, sino como la expresión más alta de la virtud del hombre, que libre de las determinaciones mundanas de la casa y el trabajo, es decir de aquello que le es básico para su subsistencia, da un paso más allá para ocuparse de los asuntos públicos, liberándose por tanto de tales determinaciones, es por ello que Aristóteles define al ser humano como un zoon politikon, un animal político, al entender que la condición de hombre como tal está más allá de la animalidad, y al mismo tiempo de los mecanismos de la subsistencia, incluso de uso del habla, distinguiendo por ello entre hombres y bárbaros, donde estos últimos tienen el don del habla y también tienen familia, hogar, trabajo, pero de lo que adolecen es del nous, del habla que razona (Arendt. 2005), y a su vez, de la virtud, la cual se alcanza cuando se ha liberado de los amarres de la subsistencia y por ello está en pleno uso de condición de hombre libre, para ocuparse de los temas de la polis, de la comunidad, utilizando la razón y la acción para conducir a la polis hacia su fin, el bien de la polis (Aristóteles, 1990).

			Notemos que acá el bien de la polis es el bien de todos los que habitan en ella, claro, a los que la polis reconoce como sus ciudadanos, pero es destacable que el valor del bien de la polis sea el fundamento de la acción del político, por ello el político está en concordancia con el fin de la polis, y no con su propia felicidad como individuo, sino como aquel que ha superado su individualidad para entenderse como un ser público, alguien que asume como propio lo que es propio de la comunidad de la polis. Es por esta razón que el bien de la comunidad y el rol del político como hombre que se ocupa de los asuntos públicos tiene en la Grecia clásica un vínculo inextricable y fundante de la idea de ciudad-nación, que es la evolucionará más tarde a la idea de Estado-nación.

			Con los pensadores modernos como Tomás Hobbes y Jean Jacques Rousseau se funda la idea de Estado-nación, sin embargo, ambas visiones tienen una idea contrapuesta de la naturaleza del ser humano, la cual implica para en el caso de Hobbes “una naturaleza perversa” (1980, p. 101), el hombre es el lobo del hombre, por ello el Estado debe ser un mecanismo de contención de esa brutalidad destructiva para orientarla al bien común, esto es que los humanos no se maten entre sí y puedan coexistir. En el otro extremo, Rousseau (1993) ve al ser humano como un ser intrínsecamente bondadoso, esto es que en su naturaleza el ser humano es bueno, solidario y colaborativo , y por lo tanto el Estado debe facilitar los medios para que esa naturaleza permita desplegarse en todo su potencial para el beneficio de todos. Ambas formas de entender el Estado conducen a dos formas de concretar la forma misma del Estado, en un caso será un Estado policial, normativo y punitivo, en el otro será un estado solidario y democrático. El problema de ambas concepciones tiene dos aristas, una de carácter material y otra de carácter filosófico. Por un lado, el Estado está íntimamente ligado al modo de producción de la vida, y siendo su origen en el contexto de la revolución burguesa de los siglos XV al XVIII, el rol del capital, la propiedad y el mercado han determinado el carácter mismo del Estado, siendo este un mecanismo tanto de control como de protección del modelo económico productivo de la sociedad. El Estado moderno es producto del surgimiento del capitalismo como modo de producción de la vida.

			Pero, por otro lado, el problema filosófico es que, desde un punto de vista racional y dialectico, no es posible determinar una naturaleza humana en sí misma, es decir, no habría algo así como “una naturaleza”, dado que la idea misma de naturaleza implica una determinación de carácter biológico de las conductas humanas. Lo que hay son determinaciones de otra índole, las cuales vienen dadas más bien de la cultura, el lenguaje o las relaciones sociales de producción, es decir, “el ser humano es un producto de la historia” (Marx, 1979, p. 29), de lo simbólico y de lo discursivo, según sea el enfoque, pero el consenso actual es que nada de lo humano está provisto desde su determinación biológica, física o natural. Por lo tanto, no existe por lo demás una justificación racional que amparada en alguna determinada idea de la naturaleza pueda especificar el modo en que debe ser organizada la sociedad. En tal sentido la humanidad es libre para dotarse no sólo de un tipo de organización soberana, sino también de un modo de producción de la vida distinto al existente.

			El origen de los derechos humanos y su constante evolución pasando de reconocer desde derechos civiles (Naciones Unidas, 1948), a derechos políticos (NU Derechos Humanos,1966), sociales(NU Derechos Humanos, 1966), ambientales y de los pueblos (NU Derechos Humanos, 1984) en diferentes momentos, han permitido que hoy las demandas de la sociedad y los desafíos de los Estados sean cada vez mayores, obligando a los países a incorporar una serie de medidas correctivas de los efectos que el modelo de producción capitalista ha causado en la humanidad y el planeta. El reconocimiento de los derechos humanos surge y se sostiene sobre la base de un consenso universal, y como tal, ese consenso ha ido evolucionando de manera crítica respecto del modo en que durante el último siglo se ha venido haciendo Estado y sociedad.

			Acá juega un papel determinante la noción de ciudadanía. La ciudadanía es la forma legal y formal de reconocerse como siendo parte de una comunidad organizada bajo la figura de un Estado, es por ello que la ciudadanía va más allá de sus determinaciones formales, implica, en la medida que los consensos universales la van dotando de más amplios derechos, la convierte en un actor determinante a la hora de dar cuerpo, forma y sentido al Estado mismo. Para entender el sentido de su rol, resulta útil entender el sentido mismo de su origen y los sentidos que la fundaron. 

			La ciudadanía como base de la democracia

			Una primera aproximación para develar el concepto de ciudadanía y por ende su expresión particular, el ciudadano, nos obliga a rastrear el origen del término mismo, desentrañar su significado y etimología, para ver si el sentido original se corresponde con el actual. Para varios autores (Balibar, 2013), la palabra polis en griego y la palabra civitas en latín romano no significan originalmente ciudad, la idea de ciudad se deriva de ellas de manera más bien coloquial, de hecho, en latín existe la palabra urbs para indicar físicamente la ciudad. Ambas palabras hablan más bien de una condición que reúne bajo ella a los que son considerados ciudadanos, en tal sentido civitas se traduce mejor como ciudadanía, y polis como comunidad política, teniendo ambas el mismo sentido. En cuanto al concepto de ciudadano, este proviene originalmente del latín de la palabra civis, sin embargo, para Benveniste la traducción adecuada del concepto de civis es la de conciudadano, ya que así se usaba civis en la antigua Roma. Ahora bien, entendido como conciudadano, el concepto adquiere una importante resignificación, ya que el ciudadano es identificado como la figura jurídica de un individuo, en tanto el conciudadano lo es siempre en relación a un otro conciudadano, es un concepto que implica mutualidad, se asemeja más a la idea de compañero que de ciudadano. El conciudadano no es un mero cohabitante, hay una relación identitaria que está dada por la civilis, por su pertenencia a la ciudadanía. La identidad siempre viene dada desde el universal, en este caso la ciudadanía no es el mero agregado de ciudadanos, es la condición de posibilidad de ellos mismos. 

			Al entender al ciudadano como conciudadano, la idea de una unidad identitaria basada en la pertenencia a la comunidad, al igual como opera con la noción de polis, crea tanto un vínculo de pertenencia como de reconocimiento, en este caso el reconocimiento no viene dado desde el universal, la ciudadanía, sino desde el mismo conciudadano otro, en tanto como conciudadanos nos reconocemos como perteneciendo a lo mismo, a la misma comunidad. La ciudadanía al operar como el universal que otorga la identidad y la pertenencia opera en el nivel de lo político, así también entendido bajo el concepto de polis, la comunidad política. El ciudadano o conciudadano en adelante, opera en el nivel de lo jurídico, es una condición ganada, ya sea por nacimiento como por adopción, es un estatus que le confiere tanto derechos como deberes. Así el universal tiene este nivel de lo político y el particular este nivel de lo jurídico. Sin embargo, falta un elemento fundamental, que media entre lo particular y lo universal, entre el estatus político y el jurídico, este es el nivel de la praxis, que define el estatus de la conciudadanía, este momento tiene en la cultura romana el nombre de civilis, cuya mejor traducción es la de civismo, es decir, el nivel de la praxis es el nivel del comportamiento ético, el de la responsabilidad propia del estatus de ciudadanía. Los griegos tenían un concepto similar, el de politeia, que se ha traducido como Constitución de ciudadanía. Basados en el tratamiento que Aristóteles le asigna al concepto, este tiene al menos tres usos, a saber; 1) un derecho a la ciudadanía, 2) asume la condición tanto de mando como de obediencia, y 3) proporcionalidad en el acceso a magistraturas, es decir, cargos. Lo que implica un grado de compromiso activo con la comunidad. 

			El conciudadano es un concepto relacional, adquiere sentido en su relación con la comunidad y con sus otros conciudadanos, mediados a través de una praxis que construye esa identidad, dado que es la acción misma la que en su hacer constituye la conciudadanía, la comunidad y los que en ella habitan. La praxis es siempre un hacer creador, distingue (en el sentido del acto de realizar distinciones) en su hacer. En ese sentido la praxis es creadora. Marx entendió esto desde temprano, tal como señala en la Ideología Alemana, “el hombre produce sus propios medios de vida, transformando la naturaleza, y al producirlos se produce a sí mismo” (1979, p. 25). El acto de la producción, no reducida a lo meramente económico, sino respecto de toda producción, que en lenguaje moderno sería en relación a toda la producción de sentidos, de significantes, de realidad. Lo real y lo simbólico surgen en el acto de la producción, de la praxis, en el hacer que crea sentido y realidad, que es lo que Marx llama el materialismo histórico, que no es otra cosa que el conjunto total de la producción humana, material y cultural, a través de la historia que conforman el conjunto total de lo real.

			No obstante, esta ciudadanía se halla en una permanente tensión, tensión propia de las fracturas que se producen en la conciliación del discurso que interpreta al mundo y la praxis efectiva que lo configura y transforma. La falta de conciliación entre lo que se cree y lo que se hace, es el conflicto. La sociedad, fragmentada, fracturada, producto de múltiples dimensiones irreconciliadas se expresa también en la ciudadanía. Los conflictos que oponen a los ciudadanos son los conflictos del modo en que producimos la vida y lo que decimos o creemos de ella. Así la fractura de la sociedad moderna se traspasa a lo ciudadano también, esa fractura es la fractura de clases.

			Esta ciudadanía fracturada es la que emerge en este contexto histórico como un actor relevante desplazando a los interlocutores, desbordando los encuadres normativos, simbólicos y sociales, es esta ciudadanía la que ha irrumpido en estos meses gatillando las crisis que hemos enunciado anteriormente, donde la imperiosa necesidad de recuperar su dignidad da cuenta que ha tomado conciencia de esas fracturas. Las fracturas del Chile actual son la desigualdad, la falta de oportunidades, la corrupción, la impunidad, la exclusión y la marginación, que se expresan concretamente en pobreza, abusos, delincuencia, precariedad laboral, ausencia de derechos, la extrema mercantilización de la vida y, por ende, se transforma a nivel de la subjetividad en frustración, rabia, descontento, desconfianza y apatía.

			Si volvemos atrás, y observamos la promesa de la felicidad mediante el consumo del mercado y la promesa del bien común por parte del Estado, tenemos una abismal fractura entre el proyecto neoliberal y la realidad en que viven a diario los ciudadanos, los trabajadores y la gente en general. En el neoliberalismo la noción misma de ciudadanía está acotada, limitada y reducida, se le ha constreñido a un ámbito puramente formal, ritualizado, pero sin expresión en el desarrollo de las políticas públicas, menos en el desarrollo del mercado. La ciudadanía ha sido cooptada por mecanismos institucionalizados de lobby mediante el discurso de la gobernanza, el cabildeo o los modos en que ciertas organizaciones hablan por los ciudadanos, cada vez más atomizadas, más particularizadas, donde la efectividad de las gestiones radica más bien en ciertos estándares de influencia mediática, redes dentro de los espacios de la élite y financiamiento externo vía ONG u otros. Es por ello que los temas centrales de la ciudadanía son desplazados por los temas periféricos, administrados para reducir su nivel de conflicto, otorgando pequeñas compensaciones que mantengan la docilidad necesaria para el funcionamiento del sistema económico.

			La necesidad de un nuevo pacto social y un nuevo Estado

			La pregunta que se plantea entonces es cómo a partir de las actuales condiciones de la emergencia de crisis sistémicas y de desconfianza arraigada se puede construir un nuevo pacto social que reintegre por un lado la dignidad, el reconocimiento a la condición humana de los ciudadanos y ciudadanas del país, y por otro, recupere y fortalezca derechos sociales, ambientales, políticos y de los pueblos acordes con los tiempos, en buenas cuentas reconciliar al Estado y a la ciudadanía, a fin de recuperar la confianza en el pacto social que nos rija en el futuro.

			Esta pregunta debe ser a nuestro juicio el hilo conductor de los que hoy, desde diversos lugares, la calle, la olla común, el sindicato, la junta de vecinos, los gremios, la empresa, los partidos políticos, el parlamento, los medios de comunicación y la ciudadanía en general deberán responder para orientar el curso de acción de la sociedad en su conjunto. 

			Tenemos ad portas un plebiscito trascendental, que dará inicio a un proceso constituyente, dicho proceso enfrentará dos visiones de mundo, en términos generales, los que desean conservar el actual estado cosas y los que desean cambiarlo. La Constitución es el pacto social por antonomasia, es la forma legal del acuerdo social respecto del tipo de sociedad que queremos construir, del tipo de Estado que requerimos para ello y los derechos y deberes de la ciudadanía respecto de ese pacto. Por ello no resulta trivial el rumbo que tome tal debate, ya sea conservando el Estado de mercado que tenemos actualmente, ya sea en la forma de un Estado de bienestar y garante de derechos como alternativa, es decir, un Estado democrático y social de derechos. El paso de ser meramente ciudadano al de reconocerse como conciudadano, el paso de la sobrevaloración de la individualidad al reconocerse como parte de una comunidad implican la recuperación de esa dignidad demandada, y la oportunidad de que el bien común sea la prioridad de la nación mediante un Estado comprometido con ese propósito, ya no como una declaración, sino como un modo efectivo de construir país.
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